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Ética de la función pública
Sr. PRESIDENTE (Menem).- Corresponde considerar el dictamen de las comisiones de Asuntos Constitucionales, de Asuntos Administrativos y Municipales, de Legislación General y de Asuntos Penales y Regímenes Carcelarios en el proyecto de ley en revisión sobre ética de la función pública, y el dictamen de las comisiones de Asuntos Constitucionales y de Asuntos Administrativos y Municipales en diversos proyectos de ley presentados por varios señores senadores sobre el mismo tema. (Orden del Día N1 198, Anexo y Complemento) 

Por Secretaría se dará lectura. 

Sr. SECRETARIO (Piuzzi).- (Lee:) 

Orden del Día N1 198, Anexo y Complemento
Sr. PRESIDENTE (Menem).- En consideración en general. 

Tiene la palabra el señor presidente de la Comisión de Asuntos Constitucionales, senador por La Rioja. 

Sr. YOMA.- Señor presidente: entramos al debate de una de las cuestiones más importantes que nos plantea la nueva Constitución. 

Ante todo quiero reivindicar a quien fuera uno de los autores intelectuales de la cláusula establecida en el artículo 38 de la Constitución Nacional. Me refiero al senador Cafiero, entonces convencional constituyente por la provincia de Buenos Aires, quien impulsó sostenidamente y con convicción la actual cláusula constitucional del artículo 38, de la cual inclusive fue autor de párrafos íntegros. Afortunadamente hoy tenemos el gusto de contarlo en nuestra bancada para contribuir a este debate, al que llegamos con mucha convicción, dando cumplimiento a los mandatos de la reforma de Santa Fe, pero no sin un dejo de frustración política. 

En efecto, cuando en la Comisión de Asuntos Constitucionales comenzamos a tratar el tema, empezamos por hacer un estudio analítico de todos los proyectos presentados por los señores senadores, el proyecto venido en revisión de la Cámara de Diputados y un análisis con la legislación comparada, a efectos de que los señores senadores contaran con la información acabada acerca de los fundamentos de las profundas reformas tanto en el aspecto de la administración pública como en el marco de la legislación penal argentina. 

Cabe mencionar que en ese trabajo de estudio, de sistematización y de análisis, tuvieron destacada participación tratadistas del derecho a quienes hemos convocado, jueces del fuero federal y magistrados del Ministerio Público. Me permito nombrar a algunas de las personalidades del derecho que vinieron. El señor juez federal Adolfo Bagnasco aportó elementos importantísimos para la introducción de lo que se llama la figura del soborno internacional como una nueva conducta típica que debe ser penalizada por el sistema penal argentino. Aportó importantes elementos de análisis respecto de la marcha de causas en el marco del proceso penal de la figura de los delitos contra la administración pública. Señaló lo dificultoso de las pruebas en los delitos de cohecho, de exacción ilegal, de enriquecimiento ilícito, de negociaciones incompatibles. Remarcó la necesidad de establecer mecanismos de control, por cuanto luego se hace muy dificultosa la prueba frente al delito cometido contra la administración. 

Convocamos y acudieron al debate el señor fiscal doctor Plée, el doctor Beraldi, titular de la cátedra de Derecho Penal, y el doctor Scelzi, presidente de la Asociación de Abogados Penalistas de la Capital Federal. 

Es decir que no sólo contamos con el trabajo intelectual de los señores senadores, sino que también convocamos a tratadistas, intelectuales, abogados penalistas y magistrados del fuero federal. 

Se realizó un profundo debate y estudio. Incluso, fueron considerados los motivos que se argumentaron en la Cámara de Diputados para la sanción de esta norma; y cabe señalar que se llegó al reconocimiento por parte de algunos de sus conspicuos integrantes en el sentido de que esta norma había sido sancionada en el marco de una formidable presión política y mediática. Por lo tanto, muchos de los artículos y de las figuras que componen este instrumento tenían que ser revisados, debido a la ligereza con que se trató el tema en la Cámara de Diputados. 

Y es así que cuando luego de un profundo debate y análisis hicimos la correspondiente convocatoria para lograr un dictamen conjunto que mostrara la voluntad unívoca del Senado, atendiendo a un trabajo serio y un análisis responsable, alejado de la presión mediática y de las especulaciones políticas y electorales, encontramos muy pocos senadores de la oposición que hayan querido trabajar en este tema. 

Quiero mencionar y destacar el aporte intelectual -con sendos proyectos y disidencias- de los señores senadores López, Villarroel y Berhongaray. 

Ellos, con sus disidencias muy claras - muchas de las cuales han sido receptadas en este dictamen y lo serán también en el tratamiento en particular- demostraron un estudio profundo del tema, 

Pero desgraciadamente la bancada de la primera minoría -lo digo con respeto pero también con desilusión-, en otra muestra de claudicación del rol legislativo y de desdén por el sistema bipartidista y por la necesidad de que la cámara revisora analice y profundice el estudio de los temas que vienen de la cámara de origen, suscribió un dictamen a los efectos de la aprobación de esta norma a libro cerrado, tal como vino de Diputados, con defectos e inexactitudes que a veces golpean el sentido común. Y creo que existe una profunda especulación política para la sanción tal como vino de Diputados, despreciando el trabajo intelectual, el análisis y el estudio realizado en comisión. No me refiero sólo al estudio exhaustivo realizado respecto de este tema, sino también de muchos otros. Recurrentemente observo, por parte de la oposición, la misma actitud de claudicación del rol legislativo, por una situación de comodidad política y de especulación mediática. 

Entonces, tal como pasó con el Consejo de la Magistratura, con la ley del Ministerio Público, con la ley de amparo, como ocurre ahora con la ley de Ética Pública, y como sucede con la inmensa mayoría de las leyes de la Constitución, son sancionadas sin el aporte -seguramente valioso- de los senadores de la oposición. 

Sr. GENOUD.- )Me permite una interrupción, señor senador? 

Sr. YOMA.- Es por eso, señor presidente... 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Le piden una interrupción, señor senador. 

Sr. YOMA.- No la concedo, señor presidente. Después va a tener tiempo de explicar. 

Sr. GENOUD.- Lo que sucede es que está diciendo inexactitudes. 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- No le han concedido la interrupción, señor senador Genoud. 

Prosigue en uso de la palabra el señor senador por La Rioja. 

Sr. YOMA.- La prueba de que no son inexactitudes... 

Sr. GENOUD.- Señor presidente, si me va a contestar, que me conceda la interrupción. 

Sr. YOMA.- Está bien, le doy la interrupción. 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Para una aclaración, tiene la palabra el señor senador por Mendoza. 

Sr. GENOUD.- Señor presidente: no es verdad que la oposición no haya hecho ningún aporte al tema. 

El señor senador Berhongaray, al igual que otros señores senadores, presentaron una serie de observaciones en particular al proyecto, si bien nosotros aceptamos en general el proyecto que viene con sanción de la Cámara de Diputados. 

Además, el senador López es autor de un proyecto. Los senadores Villarroel y Usandizaga presentaron observaciones que seguramente van a enriquecer este debate. Por eso digo que el señor senador por La Rioja está perdiendo el tiempo al acusar a la oposición, y estamos esperando que de una vez por todas exponga cuál es la posición del bloque oficialista sobre el tema. 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Prosigue en uso de la palabra el señor senador por La Rioja. 

Sr. YOMA.- Si el señor senador me hubiese escuchado, se hubiera ahorrado la interrupción y hubiera demostrado que atiende a sus pares cuando exponen. Precisamente yo mencioné los aportes invalorables de los señores senadores Berhongaray, López y Villarroel, pero también en el dictamen de la primera minoría se aprueba a libro cerrado el proyecto, tal como viene de la Cámara de Diputados, desairando a los propios integrantes de la bancada radical que trabajaron en las modificaciones del dictamen. Pero la de recién es una actitud recurrente; ya mencioné que todas estas leyes de la Constitución que se han sancionado no tienen el aporte intelectual de los senadores de la oposición. 

Sr. GALVÁN.- )Me permite? 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- El señor senador por La Rioja, de la bancada radical, le solicita una interrupción. 

Sr. YOMA.- Sí. (Cómo no le voy a dar la palabra! 

Sr. GALVÁN.- Señor presidente: estamos haciendo un gran esfuerzo de tolerancia, no sólo en esta sesión sino desde sesiones anteriores, para no responder al señor senador por el Partido Justicialista de mi provincia. 

Ya la vez pasada, con toda desconsideración, trató de vagos, ineficientes e incapaces a senadores de la bancada de la oposición. Nosotros venimos con humildad al Senado de la Nación. El fustiga mucho a la "mediatez" de las imágenes, pero -a veces-, cuando enciendo el televisor, veo algunos rostros donde no falta el del senador Yoma. 

Concurrimos, dentro de nuestras responsabilidades, a la Comisión de Asuntos Constitucionales. Está en nuestro derecho el suscribir el despacho que viene desde la Cámara de Diputados porque yo, personalmente, estoy sospechando que de formularse alguna modificación en este Honorable Senado, va a volver a Diputados y esta ley de ética pública -como se dice vulgarmente- va a ser "cajoneada" por el oficialismo circunstancial en la Cámara Baja. Pero además debo señalar que el señor presidente de la Comisión de Asuntos Constitucionales nos tiene acostumbrados a hacer firmar los dictámenes fuera del recinto normal de la Comisión, como en el caso del señor Ramón Saadi, que no fue tratado en la Comisión de Asuntos Constitucionales y sí fue recreado ese dictamen en los despachos de los colegas y compañeros del señor presidente de esa comisión. 

También hizo firmar un dictamen de la comisión en esta cuestión relacionada con la invitación al señor rector de la Universidad de Buenos Aires. Es decir que pareciera que hubiera dos sedes de la Comisión de Asuntos Constitucionales: la normal de esta Cámara y aquella que fabrica el señor presidente en la clandestinidad. No quería decirlo así, pero no se me ocurren sinónimos. 

Entonces, convoque el señor presidente como corresponde y ahí expondremos las razones, ya que de vez en cuando las tenemos los hombres de la Unión Cívica Radical. 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Prosigue en uso de la palabra el senador por La Rioja no sin antes pedir a los señores senadores que se ciñan al motivo de este debate y no traigamos temas que no tienen absolutamente nada que ver con la materia de fondo. 

Sr. YOMA.- Si no fuese por el tremendo respeto y afecto que siento por mi colega de bancada y de provincia, realmente debería ser muy grosero. 

)Cómo puede ser que no se hayan tratado los dos dictámenes mencionados en la Comisión de Asuntos Constitucionales, si en el caso de Saadi, por ejemplo, hay un dictamen en disidencia del señor senador Villarroel? Obviamente, para que exista un dictamen en disidencia, el tema se debe haber tratado en comisión, a no ser que el señor senador Villarroel haya adivinado. Pero, precisamente, quien convocó a través del presidente de la bancada radical y del señor senador Villarroel a suscribir el dictamen, porque el tema estaba siendo tratado, fui yo. Si tienen lealtad, no me van a dejar mentir. Yo fui quien habló por teléfono con él... 

Sr. GENOUD.- Por eso, por teléfono... 

Sr. YOMA.- )Y qué quiere? )Que le mande una carta...? 

Sr. GENOUD.- Esa es una nueva modalidad... 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Ruego a los señores senadores que no dialoguen. 

Continúa en uso de la palabra el señor senador por La Rioja. 

Sr. YOMA.- En segundo término, hace quince minutos el señor senador por la Capital, García Arecha, planteó el tema del dictamen sobre la auditoría de la Universidad de Buenos Aires. La inquietud correspondía, en el sentido de que el tema está siendo tratado y ha sido puesto en consideración de los señores senadores, a quienes hemos enviado a los despachos la cuestión para que emitan su opinión. Por eso, él se manifestó absolutamente conforme con la explicación dada. De modo que sería correcto que si no me escuchan a mí, por lo menos escuchen a un senador de su propia bancada, ya que él se manifestó conforme con el trámite dado al tema relacionado con el rector de la Universidad de Buenos Aires. 

De todas maneras, voy a continuar con mi exposición. Y quiero señalar que con respecto a este tema de las leyes de la Constitución, es imprescindible el rol de la Cámara revisora. En ese sentido, me permito hacer una digresión. 

Cuando estaba sesionando la Convención Constituyente que sancionó la Constitución de los Estados Unidos, el ex presidente Jefferson, autor de un texto conocido como "El Federalista" -una de las fuentes de la Constitución de dicha nación-, le recriminó a Washington la idea de establecer un régimen bicameral. Le preguntaba para qué estaba la Cámara de Senadores, por qué había establecido un sistema bicameral y para qué estaba la cámara revisora. 

Quien cuenta esta anécdota en una de sus obras, González Calderón, señala que en ese momento Washington volcó el café en el plato y Jefferson, ante ello, le preguntó para qué lo hacía. Entonces, Washington respondió que para enfriar el café. Y precisamente -expresó Washington- ése es el sentido de la cámara revisora: los temas que se inician en la cámara de origen vienen precedidos o condicionados por un profundo debate político, y la mesura, la reflexión, la prudencia y la corrección deben surgir de la cámara revisora. Es una de las principales garantías que tiene la ciudadanía en la formación y sanción de las leyes. 

Sin embargo, ése es el rol en el cual está claudicando la bancada de la oposición. Y a eso me refiero: a un comportamiento institucional. No estoy efectuando una chicana política. Estoy planteando -reitero- un comportamiento institucional. 

Inclusive, este propio Senado, y aquí me hago cargo de falencias que nos son propias a nosotros, allá por 1912, cuando se trataba el proyecto de ley de presupuesto de la Nación, fue protagonista de un hecho trascendente. El 14 febrero de 1912 llegó a este cuerpo dicha iniciativa y su entonces miembro informante, doctor Joaquín V. González, se manifestó indignado por el poco tiempo que la Cámara de Diputados brindaba al Senado para el análisis reflexivo, prudente y profundo que requería esa norma. Entonces, por primera vez, con el voto unánime de sus miembros, el Senado rechazó el proyecto de ley de presupuesto de la Nación. )Por qué? Porque estaba en juego el rol institucional de Cámara revisora, o sea, del Senado de la Nación; porque la Cámara de Diputados había enviado ese proyecto fuera de tiempo y sin respetar los tiempos que necesita el Senado para ejercer debidamente su función revisora. 

Y me permito traer a colación lo que dijo González en ese momento, pidiendo disculpas por la digresión, pero me parece importante. Joaquín V. González, como senador por La Rioja y miembro informante, sostuvo "como este retardo en los últimos años ha llegado a sus límites extremos, a punto de hacer para el Senado impracticable todo trabajo de investigación y estudio, es ya innegable que su misión constitucional de Cámara revisora se halla eliminada de hecho". Esto es lo que decía refiriéndose a la sanción de dicha ley. Y agregó: "No es admisible que esta Honorable Cámara consienta la continuidad de un régimen que importa la supresión de sus facultades más esenciales, sin incurrir en graves responsabilidades, por violación de mandatos tan fundamentales de la Constitución". Esto lo decía en defensa del rol del Senado en el que hoy desgraciadamente algunos señores senadores de la oposición están claudicando. En esa oportunidad el Senado rechazó por unanimidad ese proyecto y, en consecuencia, el país no tuvo ley de presupuesto ese año. El Senado privilegió la defensa de ese rol institucional. 

González Calderón -que es el que recrea esta anécdota- dice que es abusiva y contraria a la Constitución la costumbre de reducir al Senado al papel pasivo de asentir. 

No obstante ello, nuestra bancada, con el aporte -reitero- de algunos senadores de la oposición, ha producido un despacho luego de un estudio profundo del tema. 

Con la anuencia de la Cámara, quiero adelantar que muchas partes de mi exposición van a ser leídas. Digo esto porque este proyecto de ley contiene modificaciones profundas a la legislación penal argentina, pero no hemos encontrado en los diarios de sesiones de la Cámara de Diputados ni una sola explicación acerca del sentido de tales normas. Todos sabemos que cuando los jueces aplican la ley en los procesos penales interpretan las normas penales, pero cuando éstas son confusas buscan conocer cuál fue la voluntad del legislador. Pero en este sentido, no encontramos en la sanción de la Cámara de Diputados ni una sola fundamentación de las numerosas modificaciones que se hacen al Código Penal Argentino. Por eso es que como miembro informante voy a leer fundamentalmente la parte de mi exposición relativa a las modificaciones al Código Penal Argentino. 

En la comisión tuvimos que adivinar qué es lo que quisieron decir los señores diputados con relación a muchos de los temas que toca la sanción de la Cámara de Diputados porque -reitero- en los diarios de sesiones no está la explicación ni los fundamentos. 

Con relación a este tema de la ética pública quiero señalar que desde 1983 a la fecha se han presentado innumerables proyectos de ley tanto en el Senado como en la Cámara de Diputados. Todas esas iniciativas abordan tres tópicos, que han demostrado ser ineficaces en la lucha contra la corrupción en la administración pública. Lo que recurrentemente incorporan en primer lugar todos estos proyectos es el aumento de las penas de los delitos contra la administración pública. Pero desde que esos delitos fueron incorporados al código no hubo una sola condena penal en décadas. Por lo tanto, el aumento de las penas, e incluso la introducción del tipo delictivo, no garantizan el reproche penal de la sociedad. Pero son recurrentes los aumentos de pena. Otro tema que es recurrente en las diversas iniciativas que se han presentado en este Congreso desde 1983 hasta la fecha es la declaración jurada de los funcionarios públicos. En todos los poderes del Estado, con algunas diferencias, está vigente la obligatoriedad de presentar las declaraciones juradas. Lo que sí introduce la sanción de la Cámara de Diputados -y lo mantiene este Senado- es el carácter público de las declaraciones juradas. Esta es la principal innovación que nosotros acompañamos. 

Pero quiero señalar que la obligatoriedad de las declaraciones juradas en todos los ámbitos del Estado ya se cumple. La tercera cuestión por la que son recurrentes -pido perdón por la expresión- los proyectos de este Congreso es la creación de megacomisiones de control, que son ineficaces, superabundantes y no tienen facultades para ejercer su rol. La única manera de hacer efectiva la lucha contra la corrupción administrativa es dotar de facultades a los organismos de control. Incluso -ya lo veremos en el análisis de la sanción de la norma en consideración- la Cámara de Diputados incurre en algo de dudosa constitucionalidad. Me refiero a la creación de una megacomisión -otra más- que tiene autonomía y está por fuera de los tres poderes del Estado. Sería un suprapoder seguramente objetado por muchos constitucionalistas, dada la ubicación institucional que se le ha dado. 

Por esa razón, si bien en el dictamen en consideración se acepta la creación de una comisión de ese tipo, se la ubica en la órbita del Congreso de la Nación, que es el poder de control por excelencia. Además, éste tiene un rol fundamental en la elección de todos los miembros, cualquiera sea la institución de la que provengan. 

Como decía, una de las cuestiones que objetamos de la sanción de la Cámara de Diputados es que a esa comisión no se la dota de las atribuciones que permitan hacer efectiva la lucha contra la corrupción. Justamente, como una de las armas para ello es el control previo, a través de este dictamen la dotamos de las facultades que corresponden y, como primera medida, tiene a su cargo el control y seguimiento de las declaraciones juradas de los funcionarios públicos. También se le otorga la facultad de realizar la prevención sumaria en los delitos contra la administración pública, cuestión que en los diversos proyectos de la Cámara de Diputados estaba en cabeza de cada uno de los poderes del Estado. 

Como es ineficaz que el controlado sea quien controle, le otorgamos a la comisión el rol de ejercer la prevención sumaria en los delitos contra la administración pública, quitándola de la cabeza de los poderes del Estado. Es más: la sanción de la Cámara de Diputados otorga el rol de ejercer la prevención sumaria únicamente para los casos de enriquecimiento ilícito de los funcionarios públicos. En cambio, en el dictamen que consideramos, la comisión puede ejercer dicha prevención para todos los delitos contra la administración pública, no solamente para el de enriquecimiento ilícito de los funcionarios públicos. En consecuencia, creo que hay aquí una mejora sustancial respecto de la sanción de la Cámara de Diputados. 

Se designa a la Comisión como autoridad de aplicación ante el uso abusivo e ilegal de las declaraciones juradas de los funcionarios públicos. Además, se ha eliminado una creación burocrática, excesiva, carente de sentido y poco eficaz propuesta por la Cámara de Diputados. Me refiero concretamente a la creación de un Consejo Asesor. Asimismo, se le encarga como mandato legislativo la elaboración de dos anteproyectos de ley a fin de ser remitidos a este Congreso de la Nación y que son fundamentales en el marco de la discusión que tenemos sobre la ética en la función pública. Ellos contemplan el perfeccionamiento del Régimen de Financiamiento de los Partidos Políticos y las Campañas Electorales y la garantía de la transparencia en el Régimen de Contrataciones del Estado, que junto con la norma que regule la actividad de los lobbies o grupos de presión en el marco de la función pública constituye el trípode a través del cual tendremos un mecanismo preventivo y no meramente represivo, que ya se mostró ineficaz en la lucha contra la corrupción en el Estado. Es del caso mencionar que este proyecto de ley ya es objeto de consideración en el seno de la Comisión de Asuntos Constitucionales. 

Con respecto al tema de las declaraciones juradas de funcionarios públicos, adelanté que hemos introducido algunas modificaciones. 

Si bien aceptamos la publicidad de las declaraciones juradas -la consideramos importantísima junto con el rol de seguimiento de esta Comisión de Control y con la tarea de prevención sumaria en los delitos contra la administración pública-, pensamos que la publicación en el Boletín Oficial es un exceso engorroso que no contribuye a lograr el objetivo perseguido por el espíritu de este proyecto de ley. Esta modalidad, incluso, fue reconocida como un exceso por los propios diputados que sancionaron esta norma. 

Se mantuvo este requisito de la publicidad de las declaraciones juradas gracias al cual cualquier ciudadano contará con la posibilidad de acceder a ellas. De hecho, esta propuesta garantiza la posibilidad de que, incluso, los medios de difusión publiquen las declaraciones, si estiman pertinente hacerlo. 

Por lo expuesto, se garantiza el aspecto inherente a la publicidad. Pero si tenemos en cuenta la periodicidad en la actualización de las declaraciones juradas de bienes que esta misma norma otorga así como los miles y miles de funcionarios públicos que deberán presentarlas, seguramente concluiremos que, en la práctica, deberá habilitarse un Boletín Oficial especial al efecto. Además, desde el punto de vista de los derechos individuales de las personas -llamados "derechos personalísimos"- o del derecho a la intimidad, esta circunstancia se torna violenta hasta cierto punto. 

Este fue uno de los aspectos que más objeciones recibió por parte de los tratadistas de derecho penal así como de los magistrados del fuero federal que concurrieron a la comisión; de allí su eliminación. 

Es del caso mencionar que introdujimos el sistema vigente en los Estados Unidos sobre el uso abusivo o ilegal de las declaraciones juradas de los funcionarios públicos. Existe la necesidad de un uso razonable, legítimo, de la información; pero se penaliza el uso abusivo e ilegal de las declaraciones juradas por parte de terceros. 

Además, se establece como mero requisito, obviamente, conocer la identidad de quien solicita la declaración jurada de un funcionario público. 

El dictamen de la comisión, en principio, proponía que el costo operativo de la publicidad de una declaración jurada -papel, fotocopias, etcétera- recayera en la persona de quien solicite hacerlo, habida cuenta de las miles y miles de declaraciones juradas que deberán presentarse. Pero a sugerencia de los señores senadores López y Berhongaray -si mal no recuerdo- se ha eliminado esta exigencia. En definitiva, el costo queda a cargo del Estado, siempre y cuando la publicidad sea requerida de manera legal. En ese sentido, reitero, hemos atendido las sugerencias de algunos senadores de la oposición. 

Con respecto al tema de las declaraciones juradas de los funcionarios públicos, señor presidente, haremos un análisis pormenorizado en oportunidad de la consideración en particular. 

A continuación, quiero referirme a la manera en que el derecho comparado considera el tema de la ética en la función pública. 

La Argentina participó de la Conferencia Internacional sobre Ética Pública que se llevó 

a cabo en 1994. Los representantes de cincuenta y dos países miembros de la Convención -entre ellos la Argentina- coincidieron en reconocer que los códigos de conducta, las declaraciones financieras y la ética educativa son las claves de la prevención efectiva de la corrupción en el ámbito de la función pública. 

El tratamiento global de este tema tuvo su máxima expresión en la Convención Interamericana de Lucha contra la Corrupción, firmada en Caracas el 29 de marzo de 1996, aprobada por el Congreso en diciembre de 1996 a través de la ley 24.759 y ratificada por el Poder Ejecutivo en enero de 1997. Esta es la categoría constitucional máxima de la temática que consideramos en el derecho comparado. De allí extrajimos algunas normas, que luego, en el tratamiento en particular, vamos a especificar. Me viene a la memoria ahora lo que establece dicha convención -que ya es ley de la Nación- para el caso del delito de enriquecimiento ilícito, que trasladamos textualmente al Código Penal argentino a fin de que haya relación con los compromisos internacionales firmados por la República Argentina. 

También para el caso de otras figuras hemos acudido al pensamiento de los países miembros de la convención, que -reitero- ya es ley de la Nación. 

En cuanto a los antecedentes existentes en otros países, podemos citar las leyes de ética pública, de 1978, y de reforma ética, de 1989, en los Estados Unidos; la Carta Deontológica del Servicio Público, de 1993, en Portugal; el Código de Ética Profesional del Servidor Civil del Poder Público, de 1994, en Brasil; el Código de Conflictos de Intereses y la creación, en 1994, del cargo de consejero en cuestiones de ética por parte de la jefatura del gobierno de Canadá; el informe de la Comisión de Normas de Conducta de las Instituciones Públicas, presentado en el Parlamento inglés en mayo de 1995, donde se detalla un listado de principios de ética en el ejercicio de la función pública; y una serie de normas sancionadas en Francia en 1988, 1993 y 1995, referidas fundamentalmente a la declaración jurada patrimonial de los funcionarios públicos, al financiamiento de las campañas electorales y a la prevención y lucha contra la corrupción. 

Hecha esta breve introducción, voy a pasar a analizar el proyecto punto por punto. Pido disculpas a la Cámara por lo extensa que va a ser mi exposición y, también, paciencia a todos los senadores ya que voy a proceder a leer incluso distintas partes de la norma, habida cuenta -reitero- de la falta de antecedentes en el debate de la Cámara de Diputados. Esto es algo que debemos corregir en el Senado para mostrar cuál es la voluntad del Congreso para la aplicación de la ley. 

El proyecto comienza con la definición de ética pública. Aquí debo hacer la primera observación, ya que esa definición es incorrecta, no sólo en su conceptualización sino también en su redacción. Si los señores senadores tienen a mano el texto del dictamen podrán constatar que la redacción de la Cámara de Diputados es desafortunada. Se advierten algunos detalles de redacción que deben ser corregidos, así como también la superposición de principios que se enumeran. Por eso hemos invertido el orden de los artículos 1 y 2. Así, en el artículo 1 especificamos cuáles son las personas a las que alcanzará esta norma. Incorporamos, por ejemplo, la figura de los magistrados del Ministerio Público de la Nación como sujetos comprendidos en la ley de ética pública, que no estaban contemplados en la sanción de la Cámara de Diputados. 

En el segundo capítulo figuran los deberes y pautas de comportamiento ético que los sujetos de esta ley están obligados a cumplir. La redacción aportada por el dictamen de la comisión es más correcta; responde a una mejor técnica legislativa; es más precisa que la de la Cámara de Diputados e incorpora sujetos que no estaban comprendidos, como los que mencioné recién, los magistrados del Ministerio Público. 

Ninguno de los proyectos presentados por los señores senadores trata de definir en abstracto la ética pública, pero sí precisan cuál debe ser la conducta de los funcionarios públicos. Creo que esto es lo correcto: de acuerdo con las pautas o principios éticos que marca este proyecto. 

Para el estudio y el análisis de este tema también hemos pedido un informe al Ministerio de Justicia de la Nación y a la Oficina de Ética Pública del Poder Ejecutivo, por entonces a cargo del doctor Castiñeira de Dios, quien lo envió por escrito. Se trata de un aporte interesante, que dice que la definición de la ética adolece de cierta flexibilidad que permitiría involucrar con esta norma otras situaciones, que no necesariamente están vinculadas a principios éticos, por ejemplo la idoneidad para el ejercicio de la función pública. Se confunde idoneidad con ética: una persona puede no ser idónea, pero sí ética. 

La sanción de la Cámara de Diputados y algunos de los proyectos presentados confunden estos dos conceptos. Recordemos que la definición de idoneidad es: aptitud necesaria para el acceso a los cargos públicos. Es el concepto contemplado en el artículo 16 de la Constitución Nacional. Pero está desvinculado de las valoraciones éticas, ya que habla de la capacidad funcional. Son dos conceptos esencialmente distintos que no deben ser confundidos. 

En este tema vamos a aceptar una modificación sugerida por los señores senadores Villarroel y Usandizaga. En su disidencia parcial eliminan el adjetivo de "física" para caracterizar a las personas que alcanza la norma. 

La modificación sugerida es atinada y la vamos a aceptar. 

El artículo 2° contiene varios incisos. En el a) añadimos, a continuación de "Cumplir y hacer cumplir estrictamente la Constitución Nacional", un párrafo que dice: "las leyes y los reglamentos que en su consecuencia se dicten". 

Esto tiene antecedentes en el derecho comparado. El Código de Ética para el Servicio de Gobierno de los Estados Unidos contiene un precepto en este mismo sentido. 

En este tema vamos a aceptar una modificación propuesta por los señores senadores Villarroel y Usandizaga, que en su disidencia parcial plantean eliminar la última frase del inciso que dice "teniendo como premisa fundamental la lealtad al país y a su pueblo". Ellos consideran que es un exceso retórico que no hace al objeto de esta ley y no tiene demasiado sentido incorporarlo de acuerdo a como está expresado este artículo 2°. Por eso ellos plantean eliminar este párrafo, modificación que vamos a aceptar. 

En el inciso b) se incorpora el concepto de honestidad como uno de los principios éticos que se deben observar en el ejercicio de la función pública. Esto está en ese informe y también figura entre los principios que mencioné y que presentara lord Nolan ante el parlamento inglés. También tiene sustento en el derecho comparado. 

El inciso e) ha sido cuestionado también por la disidencia de los señores senadores Villarroel y Usandizaga. El texto del dictamen dice "Documentar todos los actos de su gestión y promover su publicidad, garantizando así su transparencia". Esto puede dar lugar a que actos sin relevancia institucional, sin ningún tipo de importancia, es decir, actos de mero trámite, deban ser documentados, archivados, etcétera, lo cual sería demasiado engorroso. 

La intención del inciso es buena: recoger el principio de transparencia en el obrar del funcionario público. 

Nosotros preferimos la redacción del informe Nolan ante el parlamento inglés y, así, proponemos la siguiente modificación: "Fundar sus actos y mostrar la mayor transparencia posible en las decisiones adoptadas, sin restringir la información, a menos que una norma o el interés público claramente lo exijan". Esta es la redacción que vamos a proponer en el dictamen en función de la observación que se hizo. 

En el inciso f) persisten algunos defectos de redacción que es nuestro propósito modificar. En el dictamen de comisión planteamos asimismo una reestructuración del presente inciso. 

En el proyecto original -que viene de la Cámara de Diputados- se prohíbe la utilización de "...información adquirida en el cumplimiento de sus funciones para realizar actividades no relacionadas con sus tareas oficiales." Y en el inciso f) del dictamen se veda la realización de transacciones financieras usando información restringida o permitiendo el mal uso de la información reservada con vistas a beneficiar intereses privados. Creemos que es más feliz la redacción propuesta por el dictamen de comisión. 

Por ello, se ha reestructurado el inciso, uniendo o fundiendo los incisos f) y h) del art. 2°. 

En el ex inciso h), ahora inciso f) del artículo 2°, se tomaba casi literalmente la norma del apartado c) del Código de Conducta de los Estados Unidos. Sin embargo, contenía la calificación de "ulteriores" con relación a los intereses privados. 

En definitiva, vamos a aceptar las modificaciones propuestas por los señores senadores Villarroel y Usandizaga en su disidencia parcial. 

El texto del dictamen dice: "Proteger y conservar todo lo que sea propiedad del Estado y sólo emplear sus bienes con los fines autorizados." 

El texto que se propone es el siguiente: "Proteger y conservar la propiedad del Estado". Y en el segundo párrafo de este inciso debe agregarse la proposición "de" antes de "...permitir su uso en beneficio de intereses privados". 

Se trata de modificaciones de redacción que consideramos atinadas de la disidencia planteada por los señores senadores nombrados, que habrán de ser recogidas en el momento del tratamiento en particular. 

Hay otra serie de correcciones propuestas también con relación al artículo 2°, sobre las que no voy a abundar, porque seguramente su exposición habría de ser muy extensa. Dichas modificaciones no apuntan a cuestiones de fondo, aunque sí son importantes en lo que hace a la técnica legislativa. 

Por último, luego del inciso h) del artículo en consideración, proponemos la incorporación de un nuevo inciso, que dice: "Observar en los procedimientos de contrataciones públicas en los que intervengan los principios de publicidad, igualdad, concurrencia y razonabilidad." 

Esta propuesta es coherente con la reflexión inicial que hacíamos respecto de la necesidad de modificar la legislación de contrataciones del Estado, tema éste que ya figuraba en el proyecto del señor senador Menem. Por ello, consideramos que la sugerencia formulada es atinada y vamos a aceptarla. 

En el proyecto del señor senador López también se encuentra una precisión en el mismo sentido, cuando se habla de evaluar la legislación vigente en materia de contratos y licitaciones del Estado con el objeto de proponer modificaciones destinadas a garantizar la transparencia de los procedimientos. Creemos que es fundamental en este debate. 

Ya dijimos al principio que uno de los logros de la Comisión de Asuntos Constitucionales del Senado fue dotar de facultades a la comisión de control creada por la Cámara de Diputados. Reitero: algunas de sus atribuciones, deberes o mandatos legislativos consisten en proponer las modificaciones al régimen de financiamiento de los partidos políticos y al régimen de contrataciones del Estado. Estas serán las labores más importantes, juntamente con la prevención sumaria, que tendrá la comisión de control de la ética de la función pública. 

Pasamos ahora al artículo 4°: "Régimen de declaraciones juradas." 

Este tema ha sido objeto de un gran debate, inclusive, en los medios de difusión. Creo que su análisis en la Cámara de Diputados fue poco feliz. 

Digo esto porque se inició con una actitud que no es correcta en el proyecto enviado por el Poder Ejecutivo. Allí se mantenía el secreto para las declaraciones juradas. Obviamente, esto va en contra del espíritu de transparencia, ética y control de la función pública que surge del artículo 38 de la Constitución Nacional. Repito: se incurre en el error de mantener en secreto las declaraciones juradas. 

Luego del tremendo impacto que tuvo en los medios esa omisión del poder administrador, la Cámara de Diputados se pasó de revoluciones y se fue para el otro lado. Estableció que las declaraciones juradas debían ser publicadas en el Boletín Oficial lo que, seguramente, sería algo problemático y engorroso. 

Por eso, luego del reflexivo análisis que hemos realizado en el Senado, mantenemos la publicidad de las declaraciones juradas pero eliminamos la obligatoriedad de su publicación en el Boletín Oficial. Como ya dijimos, incorporamos a los magistrados del Ministerio Público. 

Algunos senadores ya me hicieron llegar algunas ponencias que, seguramente, vamos a abordar en el tratamiento en particular respecto de que también tiene que estar comprendida en la ley la actividad de particulares vinculados con empresas contratistas del Estado. Algunos senadores me hicieron llegar estas sugerencias que creo serán tema de debate durante el análisis en particular. 

En la sanción de Diputados -el tema fue difundido de manera poco feliz- se omitió al jefe de Gabinete dentro de los sujetos obligados a presentar la declaración jurada. Es decir que si sancionamos este proyecto tal como viene de la otra Cámara, el jefe de Gabinete de Ministros no estará obligado a presentar la declaración jurada. Obviamente, se trata de un olvido, de una omisión. De ninguna manera podemos pensar que quisieron excluir a este funcionario. 

Nosotros subsanamos este error y lo incorporamos junto con los magistrados del Ministerio Público, que tampoco estaban obligados a presentar las correspondientes declaraciones juradas según el citado proyecto. 

)Qué pasa con el Ministerio Público? En la iniciativa de la Cámara de Diputados se menciona a los funcionarios del Ministerio Público. Podría entenderse que los magistrados no quedan comprendidos dentro del nuevo rol que le dimos a esta institución. Por esta razón, reemplazamos el término "funcionarios" por "magistrados"; porque si no, por ejemplo, estarían comprendidos los secretarios letrados pero no los fiscales defensores. Consideramos que el reemplazo de los términos según el dictamen del Senado es feliz. 

También corregimos otra cuestión. En la iniciativa de Diputados se establece que la declaración jurada debía ser presentada antes de la asunción del cargo. Creemos que esto no es correcto; tiene que hacerse con posterioridad a asumir el cargo público. Por eso, modificamos esa norma estableciendo un plazo de treinta días 

posteriores a la asunción del cargo para que el funcionario público haga efectiva su declaración jurada de bienes. 

En la sanción de la Cámara de Diputados se especifica que la declaración jurada deben hacerla todos en junio de cada año. Imagínense el congestionamiento burocrático que produciría poner una sola fecha para que miles de funcionarios públicos obligados a presentar su declaración jurada, vayan y lo hagan. Nosotros hemos modificado esta cuestión. Sin detallar el mes, proponemos que el plazo breve corra a partir de la asunción; exigimos la presentación de la declaración jurada dentro de los 30 días hábiles posteriores a la asunción del cargo. 

La actualización sigue siendo anual, o sea que en el curso del año todos los funcionarios públicos deben actualizar sus declaraciones juradas que, como dije, deberán ser presentadas dentro de los 30 días hábiles siguientes a la asunción del cargo. Aclaro que esto obedeció a una modificación del Senado. 

)Cuáles son los sujetos obligados a presentar la declaración jurada? Ya dije que insólitamente se dejaba afuera de esta obligación al jefe de Gabinete de Ministros. El dictamen de comisión lo ha incorporado. También hemos incluido a los magistrados del Ministerio Público. 

Como había algunas reiteraciones que sobreabundaban en la redacción, procedimos a corregirlas. Por ejemplo, la mención de la Fiscalía Nacional de Investigaciones Administrativas, que queda comprendida dentro del Ministerio Público; por eso no hace falta mencionarla específicamente en la ley. 

También hicimos lugar a una modificación sugerida por el señor senador Aguirre Lanari respecto del artículo 5°, que en su inciso o) remite al "inciso h) del artículo anterior", cuando en realidad debe decir: "el inciso h) del presente artículo" y no del artículo anterior. Ha sido muy atinada la observación del señor senador. 

En lo que hace al contenido de la declaración jurada de bienes hemos receptado una observación de redacción que hacen en la disidencia los señores senadores Villarroel y Usandizaga, quienes proponen reemplazar "en tal caso" por "en su caso". 

Con respecto a los bienes muebles registrables modificamos la redacción meramente enunciativa establecida, por cuanto para un mejor control debe tratarse de una enumeración taxativa. En efecto, la Cámara de Diputados otorgó carácter enunciativo a la declaración jurada de los bienes muebles registrables. Nosotros proponemos el carácter taxativo a efectos de agudizar los controles en la veracidad de información y de evitar el ocultamiento en las declaraciones juradas de los funcionarios. Reitero que si se mantenía el carácter enunciativo, los funcionarios tenían la posibilidad de eludir su declaración 

Los artículos 8° y 9° hacen referencia a la no presentación de la declaración jurada. El proyecto que viene de la Cámara de Diputados presenta dos omisiones. En primer lugar, si bien establece la obligatoriedad de presentar la declaración jurada, no se prevé la sanción para aquel que omita hacerlo. El dictamen de comisión equipara la sanción con la prevista para quien omita o falsee datos en sus declaraciones juradas a presentar ante la Dirección General Impositiva. Asimismo incorporamos la correspondiente figura penal. 

En segundo término, tampoco tipifica como conducta reprochable el falseamiento u ocultamiento de datos en la declaración jurada. 

La Cámara de Diputados no hizo ninguna previsión respecto del funcionario que falsee u omita datos. 

Como ya dije, nosotros tomamos los proyectos de los señores senadores López, Berhongaray y de la Sota. En el proyecto del señor senador López, se establece para este delito la reclusión o prisión de uno a diez años. El señor senador Berhongaray planteó la prisión de dos a seis años y el señor senador de la Sota dispone la consideración de este accionar como una grave inconducta que deberá ser juzgada por los órganos constitucionales competentes, sin excluir las acciones penales. El deja librado a los jueces penales la tipificación del delito. En su proyecto, de la Rúa remite a los artículos 275 y 276 del Código Penal. 

Pero reitero, la sanción de Diputados no tiene ninguna previsión respecto de este tema. 

Sr. ULLOA.- )Me permite una interrupción, señor senador? 

Sr. YOMA.- Sí, señor senador. 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor senador por Salta. 

Sr. ULLOA.- Señor presidente: están anotados unos diez o doce senadores. Esto significa aproximadamente siete horas de debate nada más que para el tratamiento en general. 

Tengo el temor de que en el análisis de este proyecto de ley, que es tan importante, el debate caiga por falta de quórum y tengamos que continuar en la próxima sesión. 

En consecuencia, solicito que votemos cuando tengamos quórum -no quisiera que esta moción produzca la caída de la sesión- y a una hora prudente sobre la cual podremos ponernos de acuerdo, el pase a cuarto intermedio para la semana que viene a los efectos de continuar con esta discusión. Esto no significa demorar el debate, sino evitar que caiga y de esa manera salvar la sesión. 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor senador por Mendoza. 

Sr. GENOUD.- Señor presidente: el bloque de la Alianza no tiene inconvenientes en aceptar la moción que plantea el señor senador por Salta, en función de que la intención que persigue es precisamente salvar esta sesión que puede quedar sin quórum. 

En consecuencia, nuestro bloque va a aceptar la moción y sugiero las 22 como hora para concluir la sesión y votar el pase a cuarto intermedio para la semana que viene. 

Sr. YOMA.- No entiendo la moción. 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- La idea sería continuar la sesión hasta las 22 y cuando haya quórum, votar un cuarto intermedio para la semana que viene. Todo esto sería para que no caiga la sesión y poder votar el proyecto. 

Continúa en uso de la palabra el señor senador por La Rioja. 

Sr. YOMA.- Señor presidente: el mantenimiento del quórum es responsabilidad nuestra. Si cae la sesión por falta de quórum, va a ser responsabilidad nuestra y no de terceros. 

Estamos previniéndonos contra falencias propias. Realmente no le veo sentido a esto. 

Por otra parte, cuando llegue el momento, si consideramos que es necesario -por el análisis, la extensión de los informes y los debates- que el tratamiento en particular se haga en otro momento, no habría problema. Pero no creo que sea recomendable asumir la torpeza propia como causal de esta moción, que sería dejar caer la sesión. 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Señor senador, no es la primera vez en la práctica de esta Cámara que se vota por anticipado pasar a cuarto intermedio cuando se sabe que la sesión va a ser muy extensa -en este caso hay quince señores senadores anotados-, a los efectos de que el debate se realice dentro de horarios normales y todos los señores senadores no sólo tengan la oportunidad de hablar, sino también de ser escuchados. 

Hemos visto sesiones donde está hablando un señor senador y, prácticamente, no hay nadie escuchándolo. Considero que la propuesta tiende a eso sin perjuicio de la responsabilidad de los senadores de estar o no en el recinto. De todos modos quiero rescatar que es una práctica muy utilizada. Inclusive a veces, en la reunión de presidentes de bloque se conviene en votar un cuarto intermedio a partir de una hora determinada. 

Esta es una moción que voy a poner en consideración oportunamente. 

Sr. YOMA.- Respeto lo que son las prácticas, pero si se vota el cuarto intermedio, nos podemos quedar ya sin quórum porque únicamente quedan los que tienen que hablar. 

Entonces, para garantizar el debate lo mejor es llegar hasta donde podamos manteniendo el quórum. Luego sí hacer lo que se considere pertinente. Pero si ahora votamos un cuarto intermedio, le aseguro que en quince minutos no queda nadie, únicamente el que habla. 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor senador por Mendoza. 

Sr. GENOUD.- No compartimos la prevención del señor senador por La Rioja. Lo estamos escuchando atentamente y estamos tomando nota de su exposición a los efectos de formular luego la nuestra. 

Nuestro bloque está casi en su totalidad aquí y, precisamente, estamos fijando una hora prudente, hasta las 22, para permanecer en nuestras bancas y escuchar a quienes tienen que exponer. No sé si el porcentaje de concurrencia del justicialismo en este momento es similar al nuestro. Creo que no. Por eso, con esa autoridad puedo decir que apoyamos esta moción porque está inspirada en que contemos con la mayor cantidad de senadores hasta la hora 22, y continuemos directamente con este tema en la sesión del próximo miércoles. 

Sr. YOMA.- En todo caso, que el cuarto intermedio sea para mañana; no veo por qué tiene que ser para la semana que viene. 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Hay una propuesta que voy a someter luego a consideración. 

El señor senador puede seguir en uso de la palabra. Le anticipo que, de acuerdo con el Reglamento, le quedan tres minutos de exposición, salvo que pida una prórroga. 

Sr. YOMA.- La solicito formalmente. 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- )Hay asentimiento para que el señor senador prosiga con su informe luego de haberse cumplido el tiempo reglamentario para su exposición? 

-Asentimiento.
Sr. PRESIDENTE (Menem).- Puede proseguir en uso de la palabra el señor senador por La Rioja. 

Sr. YOMA.- El artículo 9° de la sanción de Diputados contenía la inhabilitación para ejercer otro cargo público al funcionario que hubiese omitido presentar la declaración jurada al cese de sus funciones. En el dictamen de comisión nosotros mantenemos esta redacción pero a la luz de las observaciones formuladas por los senadores Villarroel y Usandizaga en su disidencia parcial, modificamos el artículo 9° y el 37 de dicho dictamen. Eliminamos el primero y agregamos al último la pena de prisión prevista e incorporada en este artículo a la que hice referencia hace pocos minutos. 

El artículo 10 se refiere a la publicidad de las declaraciones juradas. Ya dijimos cuál fue el trámite de este debate: la omisión o el carácter secreto en el proyecto que venía del Ejecutivo; en consecuencia, la fuerte reacción a través de los medios, la publicidad que se le quería dar al espíritu de la letra constitucional y el pase de revoluciones de la Cámara de Diputados. Si leemos el Diario de Sesiones, realmente algunas de las expresiones resultan hasta cómicas. Algunos pedían que las declaraciones juradas se publicaran en los diarios. Era una competencia para ver quién era más radical, en el sentido estricto de esta palabra, y no en el partidario, en la propuesta que realizan. Es así como se llega al tema de la publicación en el Boletín Oficial. En definitiva, creo que se trata de una solución demagógica y extrema, carente de racionalidad. Primero, porque es un procedimiento engorroso y, segundo, porque genera un costo innecesario para el Estado. Por eso lo sustituimos con la publicidad en el Boletín Oficial de la lista de personas que han presentado la declaración jurada. De esa forma, si un ciudadano o un medio de difusión quiere saber quiénes presentaron su declaración jurada y luego ir a la Comisión de Ética para obtenerla, podrá hacerlo. Estará la publicación en el Boletín Oficial. Es decir, se publica el listado de personas, pero no el contenido de las declaraciones juradas, que son públicas porque pueden tener acceso a ellas todos los ciudadanos que lo deseen. 

En ese sentido, la ley de ética de la provincia de San Juan, por ejemplo, una de las primeras sancionadas con relación a esta materia, tiene una redacción que, en algunos casos, es atinada pero que en la comisión ha generado algún debate al respecto, cuestión que seguramente en el tratamiento en particular vamos a resolver. En ella se establece que, cualquiera que tenga un interés legítimo, puede solicitar dicha declaración. Esto, para algunos -entre quienes me incluyo- significa restringir demasiado el campo de acción de los ciudadanos. Porque, )qué es interés legítimo? )Quién tiene ese interés? No cualquiera puede acreditar un interés legítimo. Y como no estamos ante una acción procesal, sino ante un derecho ciudadano, preferimos no incorporar esa expresión. De todos modos, quizás en el recinto se plantee este debate. 

En el dictamen se propone cobrar una tasa razonable para pagar los costos operativos de la entrega de las declaraciones juradas a los ciudadanos que así lo soliciten. Por la atinada observación de algunos señores senadores, como López y Berhongaray, vamos a aceptar la eliminación de este párrafo del artículo, con lo cual el costo va a quedar a cargo del Estado. 

Ahora bien, )cuáles son los requisitos para acceder a la declaración jurada de los funcionarios públicos? Hemos adoptado el sistema norteamericano, respecto del cual hablaba al comienzo de mi exposición. Allí se exige una solicitud hecha por un ciudadano, en la que conste el nombre, apellido, documento y domicilio del solicitante; el nombre y domicilio de cualquier otra persona a nombre de la cual se solicita la declaración jurada; el objeto que motiva la petición y el destino que se dará al informe; a la vez que se debe manifestar el conocimiento que se tiene de las sanciones por el uso indebido de la información que surge de las declaraciones juradas. Esto, reitero, es lo que contiene la legislación norteamericana. 

Además, como ocurre con la mayoría de la documentación pública, se establece la exigencia de conservar dicha información durante diez años posteriores al cese de la función. 

Siguiendo con nuestro dictamen, a los requisitos fijados para quienes solicitan las declaraciones juradas, le sigue el artículo 11, extraído casi textualmente del sistema norteamericano. Nosotros proponemos sanciones para el uso indebido o ilegal de esas declaraciones, estableciendo en qué casos se configurará el uso indebido: ante cualquier propósito ilegal; ante cualquier propósito comercial, exceptuando a los medios de comunicación y noticias para la difusión al público en general; y para determinar o establecer una clasificación crediticia de cualquier ciudadano. Esto último está vinculado al proyecto de ley de habeas data que estamos tratando en la comisión. 

Reitero que me estoy refiriendo a qué es lo que entiende nuestra bancada por uso ilegal de las declaraciones juradas y su utilización para efectuar en forma directa o indirecta la solicitud de dinero con fines políticos, benéficos o de otra índole. 

La sanción es una multa de 5.000 a 10.000 pesos para aquellos que incurrieran en este uso ilegal de las declaraciones juradas. La única autoridad facultada para aplicar esta sanción es la Comisión Nacional de Ética Pública, que es la autoridad de aplicación. 

Obviamente que la sanción de multa que eventualmente establezca la Comisión Nacional de Ética Pública por el uso indebido de las declaraciones juradas podrá ser recurrible ante la Justicia en lo contencioso administrativo federal por parte del sancionado. 

Se aceptan dos propuestas de modificación de los senadores Usandizaga y Villarroel. Se agrega el verbo "efectuar" al inicio del inciso d) del artículo 11. Entonces, su redacción sería la siguiente: "Efectuar en forma directa o indirecta, una solicitud...". También se acepta la especificación de la instancia en la cual será recurrible la aplicación de una multa por parte de la Comisión Nacional de Ética Pública. El anteúltimo párrafo in fine del artículo 11 quedaría redactado de la siguiente manera: "... recurribles judicialmente ante los juzgados nacionales de primera instancia en lo contencioso administrativo federal." 

Ya vimos el régimen, el concepto de la ética de la función y a los ciudadanos que comprende; el régimen de declaraciones juradas y su uso indebido. Todos estos puntos son la primera parte del proyecto de ley. 

Pasamos a los artículos 13, 14 y 15, que contienen las incompatibilidades en el ejercicio de la función pública. 

En el artículo 13, luego del debate en comisión, se inserta el concepto de actividades reguladas por el Estado. En el derecho comparado se señala que las actividades reguladas por el Estado encuentran una similar previsión en el ordenamiento americano, en el cual está prohibida la solicitud o aceptación de donaciones provenientes de cualquier persona o entidad que procurara llevar a cabo actividades reglamentadas por el organismo del empleado, según el artículo 101 de un decreto del Poder Ejecutivo nacional de 1989. 

En el artículo 14 los senadores Villarroel y Usandizaga formulan una precisión de redacción. Proponen que en donde dice "tendrán vigencia" debe decir "rigen". También se acepta esta modificación al dictamen. 

El tema que incluye el artículo 16 es de gran importancia porque podría afectar derechos de terceros ya que se establece la nulidad de los actos emitidos mediando una incompatibilidad funcional. 

Sr. VILLARROEL.- Perdón, señor senador. )Me permite una interrupción? 

Sr. YOMA.- Cómo no, señor senador. 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Para una interrupción, tiene la palabra el señor senador por Catamarca. 

Sr. VILLARROEL.- En realidad se trata de una pregunta. El señor senador ha mencionado recién el artículo 13. En el orden del día tengo que ese artículo se refiere a incompatibilidades y conflicto de intereses, pero el señor senador está hablando de una norma que tiene otro objeto. 

Sr. YOMA.- Yo me refería al artículo 16. 

Sr. VILLARROEL.- Dijo "trece" hace unos instantes. 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Señor senador por La Rioja: el señor senador por Salta le solicita una interrupción. 

Sr. YOMA.- Sí, cómo no. 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Para una interrupción, tiene la palabra el señor senador por Salta. 

Sr. ULLOA.- Simplemente, quería puntualizarle que ya hay quórum. 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Gracias, señor senador. 

Señores senadores: hay una moción de orden para pasar a cuarto intermedio a las 22 hasta el próximo miércoles. 

Sr. GENOUD.- Pido la palabra. 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor senador por Mendoza. 

Sr. GENOUD.- Señor presidente: me permito corregir la moción de orden con la anuencia de quien la ha promovido inicialmente y aclarar que consistiría en pasar a cuarto intermedio -hay una duda reglamentaria que traslado a la Presidencia- no a la hora 22 sino luego de que haga uso de la palabra el señor miembro informante de la minoría, que será el señor senador Berhongaray. Reitero que luego de esa circunstancia, se pasaría a cuarto intermedio y se reiniciaría la sesión el próximo miércoles a las 14 a efectos de empezar temprano y de que todos tengan tiempo de desarrollar sus exposiciones antes del tratamiento en particular. 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor senador por Salta. 

Sr. ULLOA.- Señor presidente: precisamente, la moción que había propuesto preveía que se pasara a cuarto intermedio luego de que hable un representante de la minoría. 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor senador por Entre Ríos. 

Sr. ALASINO.- Señor presidente: si la moción de cuarto intermedio es propuesta por el señor senador por Salta y es apoyada por el bloque de la Unión Cívica Radical, nuestro bloque también la acompañará. 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- En consideración la moción formulada por el señor senador por Salta, en el sentido de pasar a cuarto intermedio luego de la exposición del señor senador Berhongaray hasta el próximo miércoles a la hora 14. En ese momento se reiniciará el debate aun cuando no haya quórum reglamentario. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

-La votación resulta afirmativa.
Sr. PRESIDENTE (Menem).- Continúa en uso de la palabra el señor senador por La Rioja. 

Sr. YOMA.- Señor presidente: como ha sido confuso, voy a repetir las explicaciones de las modificaciones que aceptamos para los artículos 13, 14, 15 y 16, que forman parte de un único capítulo. 

En el artículo 13 aceptamos el concepto de la Oficina de Ética Pública sobre actividades reguladas por el Estado. 

En el artículo 14 aceptamos la sugerencia de los senadores Villarroel y Usandizaga en el sentido de cambiar la expresión "tendrán vigencia" por "rigen". 

El artículo 16 es el que se refiere a la nulidad de los actos delictivos mediando la incompatibilidad funcionaria. )Está claro señor senador Villarroel? 

Sr. VILLARROEL.- Perdón, señor presidente. 

El artículo 13 en mi poder comienza de la siguiente forma: "Es incompatible con el ejercicio de la función pública dirigir, administrar, representar, patrocinar... " 

Sr. YOMA.- Es correcto señor senador. 

Sr. VILLARROEL.- )En ese artículo no aceptan la sugerencia...? 

Sr. YOMA.- No aceptamos su sugerencia, aunque sí lo hacemos para el artículo 14. 

Sr. VILLARROEL.- (Ah!, muchas gracias. 

Sr. YOMA.- En el artículo 13 aceptamos el concepto de actividades reguladas por el Estado que ha propuesto la Oficina de Ética Pública. 

Continúo con la explicación del artículo 16. 

Este artículo tiene una gran importancia porque están en juego derechos de terceros de buena fe. Mediante este artículo se establece una nulidad de los actos delictivos mediando una incompatibilidad funcionaria. 

En el informe escrito que nos remite la Oficina de Ética Pública se observa que la nulidad prevista en este artículo debe ser compatibilizada con las disposiciones de la ley 19.549. En ese sentido, hemos considerado atinada esa observación ya que en la norma se preservan los derechos de los terceros de buena fe, toda vez que establecen las causales de nulidad de los actos administrativos. Por eso consideramos atinado -reitero- recoger en el dictamen la idea de prevención a través de la Oficina de Ética a efectos de preservar los derechos de terceros con respecto a las decisiones adoptadas o a los actos administrativos llevados a cabo por funcionarios en el marco de incompatibilidad de funciones. 

El proyecto de ley del señor senador San Millán, en el mismo orden de ideas, prevé que cuando se dictare un acto administrativo que otorga beneficio a un particular mediando un conflicto de intereses, el mismo adolecerá de vicio de nulidad absoluta e insanable, debiendo ser revocado o anulado de lesividad si el acto estuviese firme y consentido y hubiese generado derechos subjetivos que se estuvieran cumpliendo. 

Estas previsiones están contempladas por la modificación introducida. En tal sentido, nos remitimos a los artículos 17 y 18 de la ley de procedimiento administrativo 19.549 que establecen, precisamente, las causales de nulidad. 

En cuanto a la prevención sumaria que la sanción de la Cámara de Diputados prevé en cabeza de los poderes del Estado sólo para el delito de enriquecimiento ilícito, incorporamos dos modificaciones. 

En primer lugar, esa facultad pasa a la Comisión de Ética pública porque, obviamente, es el órgano que garantizará la absoluta imparcialidad en el ejercicio de la actividad de contralor de la prevención sumaria. En segundo término, abarcamos todos los delitos contra la administración pública y no sólo al de enriquecimiento ilícito. 

Asimismo, señor presidente, vamos a aceptar una modificación presentada por los señores senadores Villarroel y Uzandizaga, quienes recomendaron que el procedimiento de la prevención sumaria no sea optativo frente a la comisión de un delito. Por el contrario, al contar con elementos para obrar de oficio, ante una denuncia o a requerimiento de las autoridades, existirá la obligación de llevar adelante la prevención sumaria. 

Por considerarla sana, mantenemos la propuesta de que esta prevención sumaria no tenga carácter prejudicial. )Por qué? Porque dar carácter prejudicial a la prevención sumaria puede dilatar el inicio de la acción penal. Por ello, taxativamente se establece que la prevención sumaria no obsta el inicio inmediato de una causa penal frente a un delito contra la administración pública. Reitero, pues, que la prevención sumaria no es prejudicial. 

En el artículo 19 de esta norma agregamos la obligatoriedad, por parte de la comisión, de establecer un mecanismo para preservar el derecho a defensa. 

El artículo 22 del proyecto de ley en revisión -que también modificamos- se refiere a la creación de la Comisión Nacional de Ética Pública a la que hice referencia al comienzo de mi exposición. 

Se trata de una comisión que nace con dudoso carácter constitucional al figurar -según la sanción de la Cámara de Diputados- como un suprapoder del Estado y sin ningún tipo de facultades concretas. Por ello la incorporamos en la órbita del Congreso de la Nación, igual que en otros casos de organismos de control -por ejemplo, la Auditoría General de la Nación- pues consideramos que es la ubicación funcional correcta. Además, le otorgamos facultades concretas, a efectos de que no constituya un organismo burocrático sin ningún tipo de efectividad en su trabajo. En lo que se refiere a la integración de la Comisión, no nos parece correcto que la Defensoría del Pueblo y la Auditoría General, al pasar a depender del Congreso Nacional, designen a sus representantes. Sí nos parece adecuado que hagan las propuestas al Congreso, que es, en definitiva, quien deberá proceder a la designación. Evidentemente, a los dos organismos mencionados no se les debe dar un rango constitucional que no tienen. 

Concretamente, procedimos a hacer una modificación en lo referido a las designaciones de los representantes de la Defensoría del Pueblo y de la Auditoría General ante la Comisión, estableciendo que solamente harán propuestas, quedando la designación a cargo de ambas Cámaras del Congreso, la que deberá ser adoptada por dos tercios de sus miembros presentes. 

En el artículo 24 se detallan cuáles serán las funciones de la Comisión Nacional de Ética Pública. En este punto debo decir que en la sanción de la Cámara de Diputados se hacía mención a una figura similar a otra que en su momento ya fuera cuestionada y rechazada por este Senado en ocasión del tratamiento del proyecto de ley del arrepentido. Me refiero a la figura del testigo de identidad reservada, que como todos recordarán fue rechazada por unanimidad en esta Cámara porque consideramos que violentaba elementales principios de defensa. En lo que se refiere al proyecto que consideramos, la sanción de la Cámara de Diputados establece la figura del denunciante anónimo. Esto choca con los más elementos principios de defensa, es decir, saber quién es el que imputa la comisión de una irregularidad o de un delito a un funcionario público. Por eso, quizás con los mismos fundamentos con los que esta Cámara rechazó en su momento la inclusión de la figura del testigo de identidad protegida, ahora eliminamos la figura del denunciante anónimo para los casos de delitos, irregularidades o violaciones a la ley de ética pública. 

Debo decir que se establece que la Comisión de Ética Pública, por mandato de este Congreso, en 120 días deberá elevar a ambas Cámaras los proyectos de ley de financiamiento de los partidos políticos y de modificación a la ley de contrataciones del Estado. Y también esperamos contar con el proyecto de ley que regule la actividad de los grupos de presión ante el poder político -llamada Aley de lobby@- para completar así la legislación en materia de ética. 

Por otra parte, en los debates de la Comisión -que el señor senador Galván dice que no existieron- el señor senador López ya anticipó que va a proponer un instituto que es cierto que reconoce antecedentes históricos muy profundos y que tiene muchos adeptos en la doctrina: el juicio de residencia. 

En consecuencia, cuando se llegue al artículo 24 vamos a discutir esa propuesta. No nos cerramos a la incorporación de ese instituto, sobre el que nos parece interesante debatir. Al respecto, se deberán especificar algunos aspectos, lo que seguramente hará el señor senador en su momento. 

De esta forma, señor presidente, termino con lo referido a la parte general del proyecto de ley de ética pública. 

A continuación, me voy a referir específicamente a las reformas que se introducen al Código Penal, que es modificado en varios artículos. 

En principio hay un aumento de penas en todos los delitos, porque la legislación vigente establece la inhabilitación absoluta para el ejercicio de los cargos públicos de los funcionarios que cometen un delito. La Cámara de Diputados establece la inhabilitación absoluta perpetua en el ejercicio de los cargos públicos. 

Nosotros creemos -y ya lo voy a explicar en la discusión en particular- que es más correcto y se ajusta a una mejor técnica legislativa en materia penal, de acuerdo con el Código de fondo, la inhabilitación especial perpetua. O sea que mantenemos la perpetuidad, pero le damos el carácter de especial. 

Hay que tener en cuenta luego cómo se computa en esta pena accesoria la sentencia. 

Sr. ALASINO.- )Me permite una interrupción, señor senador? 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- El señor senador por Entre Ríos le solicita una interrupción. 

Sr. YOMA.- Sí, señor presidente. 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Para una interrupción tiene la palabra el señor senador por Entre Ríos. 

Sr. ALASINO.- Si mal no recuerdo, la Constitución establece que cuando hay delito doloso contra el Estado, la inhabilitación es absoluta. Si bien la ley puede contemplar una ampliación, me da la impresión de que deberíamos estudiar este asunto a la luz de la Constitución, de lo que ella define y perfila sobre estos temas cuando establece la nulidad absoluta. 

Si es para todos los delitos, obviamente sería mucho más amplio que lo que señala la Constitución, porque ésta establece que sería solamente para delitos dolosos. 

Sr. YOMA.- No es para todos los delitos. 

Señor presidente: voy a profundizar sobre el análisis de los tipos penales y pido que esperemos a que ello suceda porque estas situaciones se podrían repetir. 

Sr. DEL PIERO.- )Me permite una interrupción, señor presidente? 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- El señor senador por la Capital le solicita una interrupción. )La concede, señor senador? 

Sr. YOMA.- Sí, señor presidente. 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Para una interrupción tiene la palabra el señor senador por la Capital Federal. 

Sr. DEL PIERO.- Señor presidente: simplemente me quiero referir al comentario del señor senador por el Partido Justicialista por Entre Ríos y hacer una corrección. 

En el caso de quienes incurren en graves delitos dolosos contra el Estado que conlleven enriquecimiento quedan inhabilitados por el tiempo que las leyes determinen para ocupar cargos o empleos públicos. No es para el caso de interrupción del orden del sistema. Allí sí la inhabilitación es a perpetuidad. Me estoy refiriendo al artículo 36. 

Sr. ALASINO.- )Me permite, señor presidente? 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor senador por Entre Ríos. 

Sr. ALASINO.- Señor presidente: el señor senador dijo que era para delitos dolosos -no para cualquier delito- contra el Estado, para enriquecimiento. 

Sr. YOMA.- Señor presidente: recordando alguno de los delitos que toca el tema de la inhabilitación, el cohecho pasivo simple -si mal no recuerdo- tiene una pena vigente de inhabilitación absoluta de 3 a 10 años. La Cámara de Diputados habla de inhabilitación absoluta perpetua; nosotros corregimos en el dictamen y nos referimos a la inhabilitación especial perpetua. 

Si me permiten avanzar un poco en el análisis del estudio, voy a explicar las causas de esta modificación. 

Acá reitero el pedido de anuencia a la Cámara para permitirme la lectura, porque se trata de artículos del Código Penal y tiene que quedar en claro la voluntad del legislador al proponer estas reformas. 

Sr. VILLARROEL.- )Me permite una interrupción, señor senador? 

Sr. YOMA.- Cómo no, señor senador. 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Para una interrupción, tiene la palabra el señor senador por Catamarca. 

Sr. VILLARROEL.- Señor presidente: creo que aquí no es tan importante la cuestión del tiempo -que, por otra parte, está acotada en la Constitución, cuando se dice "por el tiempo que determine la ley", lo que implica que no puede ser a perpetuidad-, sino los alcances de la inhabilitación. Al respecto, la observación del señor senador por Entre Ríos es muy atinada. 

En rigor, la Constitución no habla de inhabilitación absoluta. En su artículo 36, segundo párrafo, dice: "...inhabilitados a perpetuidad para ocupar cargos públicos y excluidos de los beneficios del indulto y la conmutación de penas." Eso no significa inhabilitación absoluta. 

La inhabilitación absoluta está conceptuada en el artículo 19 del Código Penal, donde inclusive se destaca la inhabilitación respecto de los derechos electorales y otros derechos patrimoniales. Es mucho más extensa. 

Hay una confusión derivada de que, en el presente proyecto de ley de utiliza el término "absoluta", aunque el concepto está referido al ejercicio de un cargo público y no a la idea comprendida por el artículo 19 del Código Penal. 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Continúa en uso de la palabra el señor senador por La Rioja. 

Sr. YOMA.- Veamos el ámbito en que se producen los tipos penales en el marco del presente proyecto de ley. 

Por un lado, la sanción de la Cámara de Diputados venida en revisión propone institutos correspondientes a la parte general del Código Penal. En realidad, no tienen nada que ver con el tema de la ética pública. Por ejemplo, algunos hablan del decomiso de los bienes usados en la comisión de cualquier delito y de aquellos que constituyen su producido o ganancia; el orden de prelación en que deben resolverse las cuestiones que conciernen al dictado de una sentencia condenatoria; la preferencia en la obligación de indemnizar por parte del responsable de la comisión del delito con respecto al damnificado, y, finalmente, las circunstancias que determinan excepcionalmente la suspensión de la prescripción de la acción penal, cuando el delito se hubiere cometido en el ejercicio de la función pública, para facilitar la persecución. 

Todos estos temas, en realidad, no tienen mucho que ver con una ley de ética pública. Sin embargo, los aceptamos porque son correctos. Todos los magistrados que han concurrido a la comisión -el doctor Bagnasco, por ejemplo- manifestaron que era atinada la inclusión de los nuevos tipos delictivos, porque vienen a cubrir lagunas en la administración de la Justicia penal; fundamentalmente, en los juzgados federales. 

Así que, a pesar de que quizás la inclusión de dicha tipificación no sea del todo correcta en el marco de una ley de ética pública, vamos a aceptar las modificaciones a la parte general del Código Penal que plantea la sanción de la Cámara de Diputados. 

Por otro lado, hay una serie de modificaciones a la parte especial del Código Penal, más precisamente al Título XI del Libro II, destinado a la tipificación e incriminación de los delitos contra la administración pública. 

Existe una serie de reformas respecto de la comisión de delitos de cohecho activo y pasivo, tanto en sus formas simples como agravadas; otro tanto ocurre respecto del delito de negociaciones incompatibles con el ejercicio de la función pública, el de exacciones ilegales y, finalmente, el delito de enriquecimiento ilícito del funcionario público. 

Existen otras figuras importantes que actualmente no están contempladas en el Código Penal y que formaron parte de la sanción de la Cámara de Diputados; por ejemplo, el tráfico de influencias, la no presentación maliciosa de las declaraciones juradas o la omisión o el falseamiento de datos. Esto también formó parte de algunos interesantes debates llevados a cabo con los magistrados en el seno de la comisión. 

No obstante, creemos que la Cámara de Diputados incurre en excesos respecto del delito de tráfico de influencias, porque no solamente penaliza al funcionario público que, haciendo uso del poder que inviste en su cargo, efectúa gestiones para sí o para terceros, sino que penaliza al particular que ejerce influencias sobre un funcionario público. Se trata de lo que normalmente se da en llamar la actividad de lobbying. 

Esto presenta incluso connotaciones o aristas que pueden ser calificadas de inconstitucionales, si tenemos en cuenta el precepto constitucional acerca de peticionar ante las autoridades o la actividad legítima que grupos y organizaciones privadas ejercen fundamentalmente en el Congreso de la Nación cuando trata legislaciones que atienden a sus fines. 

En la Comisión de Asuntos Constitucionales los panelistas llegaron a dos conclusiones que fueron prácticamente unánimes. Los representantes del Ministerio Público, de la Magistratura Federal y los tratadistas se pusieron de acuerdo respecto de la figura del tráfico de influencias. Por una parte, coincidieron en la imperiosa necesidad de que el Congreso reglamente la actividad de los lobbies, para determinar cuándo son legítimos y cuándo son ilegítimos. Porque si no, estaríamos afectando el derecho de los particulares de peticionar ante las autoridades. 

Destaquemos que a la hora de aplicar el derecho, los jueces recomiendan poco los tipos penales abiertos; cuanto más cerrados, mejor. Así se evitan los abusos. 

Los ciudadanos que día a día acuden al Congreso a peticionar -asociaciones civiles sin fines de lucro; organizaciones gremiales, empresarias, etcétera- tienen una pena de uno a seis años de prisión, como consecuencia de este tipo penal tan abierto. Esto es así porque equipara y no hace la distinción que, por ejemplo, contempla el Código Penal de España. Allí sí se distingue el lobby legítimo del ilegítimo. 

Todos los panelistas recalcaron la necesidad de establecer una legislación en esta materia y, por otra parte, de cerrar el tipo penal. Luego leeremos la redacción que proponemos para que no se vea afectado el derecho de peticionar ante las autoridades y, a su vez, sea sancionado el ejercicio malicioso por parte del particular -relación de parentesco, jerarquía o de otro tipo como presión sobre un funcionario público-. 

En el artículo 29 del dictamen subsanamos lo que creemos un olvido o un error en la iniciativa de la Cámara de Diputados. El artículo 33 del proyecto de Diputados dice: "Sustitúyese la rúbrica del capítulo VI del título..." -y no dice de qué título se trata- "...del libro II del Código Penal, por el siguiente: 'Capítulo VI - Cohecho y tráfico de influencias'". El reemplazo del rótulo "Cohecho" por el de "Cohecho y tráfico de influencias" del capítulo VI del título XI del libro II del Código Penal figuraba en el artículo 33 del proyecto de Diputados. A raíz de la supresión de algunas de las normas que hemos propuesto, este tema ha quedado incluido en el artículo 29 de nuestro dictamen. 

Además de esta circunstancia, que es aleatoria del tratamiento en particular del dictamen en minoría, se modifica el texto del artículo proyectado por la existencia de la omisión sustancial recién mencionada -la del número del título-. Entonces, proponemos sustituir la rúbrica del capítulo VI del título XI del libro II del Código Penal, por el siguiente: "Capítulo VI - Cohecho y Tráfico de influencias". 

Sin perjuicio de ello, el cambio de la rúbrica que se propone en el proyecto de Diputados se mantiene en el dictamen en mayoría. A primera vista puede parecer superfluo, si se atiende a que el texto vigente del artículo 256 del Código Penal tipifica junto al delito de cohecho pasivo el tráfico de influencias de funcionario público. 

La reforma de la ley 16.648 incrimina la conducta del funcionario público que por sí o por interpósita persona recibe la dádiva para hacer valer la influencia derivada de su cargo ante el funcionario dotado de competencia. Es decir, penaliza el tráfico de influencia del funcionario, con la finalidad de que éste haga o deje de hacer algo relativo a sus funciones. Aun así se mantiene bajo la figura del cohecho, cosa que consideramos incorrecta. Por eso en el título señalamos "Cohecho y tráfico de influencias", dado que los consideramos como dos tipos delictivos autónomos. 

A partir de la reforma consagrada por la mencionada ley 16.648, que introdujo la tipificación de esa conducta, Sebastián Soler dice que hay cohecho tanto cuando se recibe la dádiva para hacer como para hacer hacer a otro. Así lo establece en su Tratado de Derecho Penal. Nosotros no coincidimos en este aspecto con él. Pensamos que son dos tipos delictivos autónomos y que deben ser tratados como tales. Además, la especificación de "Cohecho y tráfico de influencias" es mucho más ilustrativa de los delitos que tipifica este título. 

Pasemos al artículo 30, que tipifica el llamado cohecho pasivo simple, previsto en el artículo 256 del Código Penal. Ante todo debo señalar que este artículo tiene muchas reformas. En la sanción de la Cámara de Diputados estaba prevista esta situación en el artículo 34, y en nuestro dictamen en el 30. Son seis las reformas propuestas por la Cámara de Diputados en materia de cohecho pasivo simple, de las cuales hemos aceptado cinco: dos en forma íntegra, dos en forma parcial y una vinculada con la actitud de pedir, no contemplada en la actual legislación y que en la sanción de la Cámara de Diputados está prevista como tipo delictivo autónomo, incorrectamente a nuestro juicio. Dentro de la figura del cohecho pasivo simple incluyen al que pidiere o recibiere una dádiva. 

Nosotros consideramos que no es correcto considerarla como una conducta relacionada con el cohecho, porque el cohecho contempla el llamado pacto venal, es decir, la actividad del que pide y del que ofrece, o del que ofrece y el que recibe. En la conducta del que pide falta una de las partes de ese pacto venal. Por eso consideramos que no es correcto asimilarlo al cohecho, pero sí es correcto incorporarlo dentro de las exacciones ilegales en que incurre el funcionario público que exige una dádiva. En este caso no es necesario el pacto venal, sino la mera exigencia de la dádiva. Es por eso que incorporamos el verbo "pedir" dentro de las figuras de las exacciones ilegales. 

A este respecto corresponde señalar que la sanción de la Cámara de Diputados, que es tan defectuosa, penaliza de una manera superior al hecho de pedir la coima que al hecho de exigirla. Es decir que se presenta un contrasentido y un despropósito, ya que es mucho más grave la conducta de aquel que exige determinada prebenda para la realización de un acto, que la de aquel que la pide. Aceptamos la tipificación de la conducta, pero la incorporamos dentro de las exacciones ilegales y le hacemos corresponder la misma pena. 

En lo que hace a la pena privativa de la libertad, la pena vigente es de seis meses a dos años de prisión y de dos a seis años de reclusión. La Cámara de Diputados establece pena de seis meses a seis años de prisión o reclusión; es decir que unifica las penas de prisión con la de reclusión. Se mantiene el quantum, pero unifica el carácter de la pena. Sabemos cuál es la diferencia entre la prisión y la reclusión respecto de la conmutación: el dos por uno y todos los otros elementos que hacen a la distinción de las dos penas. 

Diputados equipara la pena de seis meses a seis años de prisión o reclusión en el caso del llamado cohecho pasivo simple. 

Nosotros, para mantener una coherencia, proponemos la elevación del mínimo: de seis meses a un año. Mantenemos el máximo en seis años pero elevamos el mínimo, porque si no se podría dar el caso de que delitos de menor cuantía tengan una pena mayor que el de cohecho. Al elevar en seis meses el mínimo, consideramos que establecemos un coherencia respecto de los demás delitos que contempla el Código Penal. 

Para sintetizar, proponemos la pena de prisión o reclusión y la prisión de uno a seis años para el cohecho pasivo simple. 

Se modifica también la pena de inhabilitación. Recién hablábamos de que la pena vigente para este delito es la inhabilitación absoluta de tres a diez años. Diputados agrava la pena de inhabilitación y establece la inhabilitación absoluta perpetua. El dictamen de mayoría establece la inhabilitación especial perpetua. 

Ya vimos la solución que le encontramos al nuevo tipo delictivo de pedir, que incorpora la Cámara de Diputados. 

Aceptamos íntegramente un aspecto que es contemplado en la sanción de Diputados, respecto de la finalidad del acto sobre el cual recae el cohecho. 

La Cámara de Diputados introduce el retraso en el dictado de un acto como uno de los móviles del delito de cohecho; no solamente el "hacer" o el "no hacer" sino también el retraso. Es decir que retardar la acción a cambio de una dádiva o prebenda sería también una conducta tipificada dentro del cohecho. De esta manera, junto al "hacer" o "dejar de hacer" algo relativo a sus funciones, se agrega la finalidad de "retardar", que es incorporada por Diputados y nosotros aceptamos. 

Otra de las modificaciones es la eliminación del acto de hacer valer indebidamente la influencia derivada de su cargo ante otro funcionario público. Esto lo suprimimos porque ya está previsto en el artículo siguiente, el 256 bis. Si lo dejáramos, sería una reiteración del tipo delictivo. 

Luego tenemos modificaciones en lo que hace a la descripción típica y a la diferencia de punición entre cohecho propio y el llamado cohecho impropio, según que el acto sobre el que recaiga el pacto venal sea en sí mismo ilegal o no. Esta es una distinción de Diputados, que no consideramos correcta. 

Ya dijimos que a fin de mantener una coherencia metodológica en la aplicación de la pena, hemos elevado el mínimo de la pena de cohecho simple de seis meses a un año. 

Hemos consultado mucho la legislación comparada. El doctor Plée destacó esta reforma al decir: "El artículo 256 hoy en día plantea una cantidad de alternativas en cuanto a penas que la redacción que propone la comisión soluciona". 

-Ocupa la Presidencia el señor vicepresidente 1° del H. Senado, senador Mario Losada.
Sr. YOMA.- Es decir que la propuesta de modificación que hizo la comisión ha sido receptada por los magistrados con muy buen eco. Deberíamos refrescar cuáles son las condiciones del cumplimiento de la condena en lo que hace a la diferencia entre reclusión y prisión. En caso de reclusión o prisión los condenados cumplen la pena con trabajo obligatorio. La salvedad es que lo hacen en distintos establecimientos. Los condenados de reclusión podrán ser empleados en obras públicas de cualquier clase; no así los condenados a pena de prisión. Son diferencias que están establecidas en el Código Penal, al igual que los modos de computar los días cumplidos en prisión preventiva. 

En lo que hace a la pena de inhabilitación que recién fue motivo de algún debate, el texto vigente del artículo 256 del Código Penal incrimina el delito de cohecho con una pena -como ya dije- de inhabilitación absoluta de tres a diez años. El proyecto que viene en revisión establece una inhabilitación absoluta perpetua. Y en el dictamen de mayoría la pena de inhabilitación especial tiene una mayor especificidad que la absoluta. Según el doctor Zaffaroni esto se aplica porque la naturaleza de la conducta hace incompatible con ella el ejercicio de los derechos a los que se refiere la pena y se presume que quien la sufra, carece de dignidad y capacidad moral para el desempeño de cargos y funciones. Su valor esencial es intimidatorio e involucra pérdidas considerables de capacitación. Esto lo dice el doctor Núñez, tratadista cordobés. 

Ahora, la diferencia fundamental es que la inhabilitación especial priva al sujeto de toda posibilidad de continuar en el ejercicio del empleo, cargo, profesión o derecho sobre el que recae la pena, es decir en la esfera en que dilinquió, más la incapacidad para obtener otro cargo o profesión del mismo género durante la condena. 

Al inhabilitar de manera especial, perpetua para empleo, cargo o derecho sobre el que recae y la incapacidad para obtener otro del mismo género -cuando se trata de funcionarios públicos que cometen delitos-, es indudable que los condenados por un acto de corrupción, se verán en razón de dicha pena inhabilitados a perpetuidad para continuar en el ejercicio de la función pública. 

Ahora, lo más importante es que no siempre la pena de inhabilitación absoluta es más gravosa que la pena de la inhabilitación especial. Por ejemplo, el régimen de restitución en uso y goce de los derechos es más estricto y restringido en la inhabilitación especial que en la inhabilitación absoluta. Tanto en el caso de la inhabilitación absoluta como en el de la especial el condenado puede ser restituido por el juez en el uso y goce de los derechos y capacidades de que fue privado por esa inhabilitación. Pero en el caso de la absoluta bastará que el funcionario hubiera intentado reparar el daño en la medida de lo posible para que se restituyan los derechos, durante la mitad del plazo de la pena en el término de diez años, si aquella fuera perpetua, según el artículo 20 del Código Penal. Mientras tanto, en la inhabilitación especial es necesario que el funcionario público se hubiere comportado correctamente. Significa que además de no haber cometido nuevos delitos, tampoco ha realizado actos de inconducta que hagan inconveniente la concesión del beneficio, que hubiere remediado su incompetencia. Este requisito es interesante porque llena los objetivos de la pena al demostrar que el condenado ha asimilado la necesidad de reinserción en el uso en el marco del comportamiento social. Es decir que las condiciones son bastante más amplias para que el inhabilitado especial vea reprimidos sus derechos, y no es tan gravoso en el caso del inhabilitado de manera absoluta, que puede ser restituido mediando solamente el esfuerzo por haber reparado el daño cometido. Y además, por último, para que proceda la restitución de los derechos al inhabilitado especial que hubiere reparado los daños en la medida de lo posible. Obsérvese que en el caso de inhabilitación absoluta, hace falta sólo el esfuerzo; aquí hace falta el resultado para que se restituya el derecho. Por eso, consideramos que es más atinado respecto del marco del delito que se quiere sancionar -y para proteger a la Administración contra el ejercicio de los cargos por parte del funcionario penado- el establecimiento de la inhabilitación especial. La Administración está más protegida así que a través de la inhabilitación absoluta. 

El único argumento que se puede sostener para afirmar que la inhabilitación absoluta es más grave para el funcionario público que la especial, es que por imperio del artículo 19 dicha inhabilitación conlleva la suspensión del goce de toda jubilación, pensión o retiro civil o militar, cuyo importe será percibido por los parientes que tengan derecho a pensión. Esta medida -la suspensión del goce- no se encuentra tipificada en el Código Penal para la inhabilitación especial. Pero si bien no está prevista en este último código, está en cada una de las leyes orgánicas que regulan la actividad de las reparticiones públicas respectivas, comprendidas por esta ley. 

Por ejemplo, el artículo 29 de la ley 24.018, en lo que respecta a los magistrados y funcionarios del Poder Judicial, legisladores nacionales, secretarios y subsecretarios de ambas cámaras del Congreso y secretarios y subsecretarios del Poder Ejecutivo, consagra la pérdida del régimen especial de jubilación, en el caso de remoción por mal desempeño de las funciones. De tal modo que, si bien no está prevista la sanción en el Código Penal, sí lo está en esa ley especial. 

También el régimen previsional de las Fuerzas Armadas tiene disposiciones parecidas. 

Por último, en toda la legislación comparada analizada -Bélgica y España, por ejemplo- la pena accesoria es de inhabilitación especial para los delitos contra la Administración pública, no de inhabilitación absoluta perpetua. 

Por todos estos motivos, que por supuesto son opinables y podrán ser debatidos en el tratamiento en particular, nosotros introducimos la modificación señalada en la sanción de la Cámara de Diputados. 

Por otra parte, ya hablamos de la modificación al delito de exacciones ilegales. Los magistrados consultados, cuando hablamos del nuevo tipo penal del pedido de la dádiva, que tipifican como un cohecho pasivo simple, nos señalaban que el cuestionamiento a la ubicación de este tipo o nuevo delito no es sólo semántico. Recuerdan, por ejemplo, lo que pasó con el ex juez Wowe, quien hoy está cumpliendo una condena. En ese juicio, el fiscal de la causa -es interesante comentarlo, porque nos ayudará a comprender con exactitud el sentido de estos tipos delictivos- observó que el accionar llevado a cabo por Wowe resultaba atípico en función de la figura del cohecho agravado. Es decir, su conducta no estaba comprendida por la figura del cohecho agravado, ya que éste es aquel realizado por un juez. Y el Código Penal pena la conducta del juez que aceptare la dádiva, pero no de aquel que la pide, sin recibirla, tal como acontece actualmente con el cohecho simple previsto por el artículo 256, señalando que dicha conducta sólo podría subsumirse bajo el supuesto del hecho previsto en exacciones ilegales. Por eso, el fiscal de esa causa no investiga en base al cohecho pasivo simple, que sería el delito tipificado por el Código Penal -no contemplado en el caso de los jueces, con lo cual no sería punible dicho accionar-, sino que incorpora el acto dentro del delito de exacciones ilegales. 

Lo que hacemos nosotros, entonces, al incorporar la conducta de pedir, es contemplar un problema que hoy tiene la administración de la Justicia penal en el marco del delito de cohecho. 

Ahora bien, la Cámara no hace lugar a lo planteado por el fiscal y, con un criterio dispar, condena al juez Wowe por cohecho agravado. Entonces, esto hace imperioso que el legislador solucione este conflicto que día a día se puede dar en la administración de la justicia. Con relación al caso que mencioné falta aún que se pronuncie la cámara de casación penal. 

En síntesis, son tres las posturas adoptadas en la materia a fin de determinar el encuadre legal de la conducta del funcionario público que pidiera una dádiva. 

Por un lado, hay quienes consideran que esa acción resulta impune por la laguna legislativa del artículo 256, que se refiere al cohecho pasivo simple y no contempla el hecho de pedir y porque no hay pacto venal en el hecho de pedir. Al no haber pacto venal, no hay cohecho. 

Por otro lado, están los que entienden que la expresiones "exigir"y "pedir" tienen el mismo valor, por lo que constituyen una conducta que encuadra en el delito de exacciones ilegales, que es lo que hizo el fiscal en el caso que mencioné recién. 

En una tercera postura se considera que estos actos se encuentran alcanzados por el delito de cohecho. 

Nosotros, con este dictamen, venimos a subsanar esta discusión que día a día genera reiterados problemas en los juzgados. Entonces, en el artículo 256 asimilamos la conducta del que exige con la del que pide en materia de exacciones ilegales. 

Hay una serie de ponencias de juristas al respecto e, incluso, han opinado por escrito. Para no extender tanto mi exposición voy a obviar su lectura pero, por supuesto, voy a solicitar en su momento que dichos trabajos sean incorporados en el Diario de Sesiones porque realmente son interesantes y ayudan a comprender la intención del legislador. 

Paso a lo que seguramente va a ser la propuesta, que es lo que figura en el dictamen. 

El dictamen sustituye el artículo 266 del Código Penal... 

Sr. PRESIDENTE (Losada).- Disculpe, señor senador, por la interrupción, pero quiero señalarle que se ha cumplido una nueva hora en su exposición. )Usted solicita que se extienda el plazo? 

Sr. YOMA.- Pido que se extienda el plazo. Lo que pasa es que son varios tipos delictivos. Por lo menos quisiera informar genéricamente la modificaciones que vienen de la Cámara de Diputados y lo que nosotros proponemos. Pido que la Cámara me otorgue más tiempo. 

Sr. PRESIDENTE (Losada).- Lo único que hace la Presidencia es cumplir con su obligación. 

Continúe con el uso de la palabra. 

Sr. YOMA.- Señor presidente: el artículo 35 del dictamen en mayoría que sustituye el artículo 266 del Código Penal dice lo siguiente: "Será reprimido con prisión de uno a tres años e inhabilitación especial de uno a cinco años, el funcionario público que, abusando de su cargo, solicitare, exigiere o hiciere pagar o entregar indebidamente, por sí o por interpuesta persona, una contribución, un derecho o una dádiva o cobrarse mayores derechos que los que corresponden". Aquí incorporamos la actitud de solicitar. 

En lo que hace a la reforma introducida en la finalidad del acto sobre el que recae el llamado pacto venal del cohecho, el texto vigente del artículo 256 incrimina la conducta del funcionario público que por sí o por interpósita persona recibiere dinero o cualquier otra dádiva o aceptase promesa directa o indirecta para hacer o dejar de hacer algo relativo a su función." 

Por su parte, en el proyecto de ley venido en revisión se postula contemplar legislativamente la posibilidad de que el funcionario reciba la dádiva para retardar algo relativo a su función, que es lo que mencioné anteriormente. 

Reitero que hemos eliminado la alocución del artículo 256 del Código Penal, que dice "para hacer valer la influencia derivada de su cargo ante otro funcionario público", porque está contemplado en el artículo siguiente, el 256 bis. 

Una de las grandes reformas propuestas por la sanción de la Cámara de Diputados en este delito es la distinción entre la corrupción propia o grave de la corrupción impropia o simple. 

La diferencia sustancial se basa en que, en el primer caso, el trato lucrativo consiste en la venta de un acto irregular, mientras que en el segundo, el trato no es sustancialmente ilegal; circunstancia que obviamente se traduce en los diferentes montos de la pena para una y otra conducta. 

Reitero: la corrupción propia es la venta que se hace de un acto irregular y la impropia es aquella donde el acto es sustancialmente ilegal. Obviamente, para una y otra conducta hay distintos montos de la pena según la sanción de la Cámara de Diputados. 

En este sentido, es cierto que los códigos de Alemania y Bélgica establecen distinciones para el cohecho propio e impropio. Pero el doctor Beraldi, que expuso sobre este tema, se manifestó contrario a esta modificación y, en ese sentido, dijo que la inclusión del cohecho propio provocará el entorpecimiento de la actividad de los jueces. Por otra parte, no cabe la distinción que se pretende introducir por cuanto todo funcionario que cobra por hacer algo, aun cuando lo haga bien, incurre en un acto corrupto merecedor del reproche legal. 

Por esta razón no aceptamos esta suerte de cohecho propio e impropio y su distinta pena. La categoría no está dada por el acto que vende sino por la conducta subjetiva del funcionario de vender su acto. Y es tan reprochable que el acto sea irregular como que el acto sea ilegal. Por eso, reitero, en este aspecto no estamos de acuerdo con la sanción de la Cámara de Diputados. 

Lo mismo ha dicho el fiscal federal, el doctor Vincas. Sostuvo que recibir algo a cambio de hacer lo que corresponde es tan reprochable como recibirlo para hacer lo contrario porque el hecho es recibir y la conducta es vender su acto, ya sea legítimo o ilegítimo. 

Hace unos instantes hice referencia al tráfico de influencias. A través del dictamen en consideración nos apartamos sustancialmente de la sanción de la Cámara de Diputados y damos autonomía a los dos tipos delictivos: al cohecho y al tráfico de influencias y nos apartamos de la redacción vigente en el Código Penal. Ella sólo preveía el tráfico de influencias cometido por el funcionario público, por sí o por persona interpuesta que recibe dinero o cualquier otra dádiva, o acepta promesa directa o indirecta para hacer valer la influencia derivada de su cargo ante otro funcionario público a fin de que éste haga o deje de hacer algo relativo a sus funciones. 

La Cámara de Diputados, que también otorga autonomía a los dos tipos delictivos, incorpora la acción del particular. Al respecto, establece que será reprimido con reclusión o prisión de 6 meses a 6 años e inhabilitación especial perpetua para ejercer la función pública, el que pidiere o recibiere dinero o cualquier otra dádiva, o aceptare una promesa directa o indirecta de remuneración. Este último es el caso típico de quienes hacen lobby, porque sobre la base de una remuneración, acuden a peticionar en defensa de los intereses de sus mandantes. 

Diré que si el autor fuera, precisamente, un funcionario público, la inhabilitación será absoluta. 

Ya manifesté brevemente que el dictamen de la mayoría modifica sustancialmente la descripción del tráfico de influencias. Además de este tipo penal abierto, ya establece como ilegal el llamado lobby o cabildeo, como le gusta denominar -quizá correctamente al señor senador por Catamarca. En igual sentido se manifestó el doctor Scelzi en oportunidad de su visita a la comisión. 

Nosotros proponemos restringir el tipo delictivo al acotarlo a la acción que lleva a cabo un particular pero indebidamente ante un funcionario público. Incorporamos esa locución. 

Nos referimos específicamente a la influencia derivada por el uso indebido de una relación jerárquica o de parentesco a efectos de obtener que un funcionario público haga o deje de hacer algo inherente a sus funciones. Pero si no acotamos este tipo penal, quedarían abarcadas conductas cotidianas de los particulares que, por ejemplo, acuden al Congreso de la Nación, cuyas acciones se considerarían punibles. Entonces, obviamente, podría objetarse la constitucionalidad de este artículo. 

Señor presidente: quiero referirme a la modificación del artículo 256 contenida en el proyecto de ley venido en revisión. 

Al respecto, contemplamos el caso de la acción ejercida sobre un juez a la que el senador Cafiero definió como "cohecho político". 

Sr. MASSACCESI.- El caso de la famosa servilleta del ministro Corach. 

Sr. YOMA.- Así es. El senador Cafiero, en su oportunidad, mencionó el caso de la famosa servilleta a modo de ilustración. 

Ese fue el motivo por el cual modificamos este artículo, agravando la conducta del tráfico de influencias. En consecuencia, la idea fue establecer que si la conducta estuviera destinada a hacer valer indebidamente la influencia derivada de una relación jerárquica o de parentesco ante un magistrado del Poder Judicial o del Ministerio Público a fin de obtener el dictado, demora u omisión de un dictamen, resolución o fallo en asuntos sometidos a su competencia, el máximo de la pena de prisión o reclusión se elevará a 12 años. 

El agregado que hemos introducido, reitero, corresponde a la figura definida por el senador Cafiero como "cohecho político", en cuanto al tráfico de influencias ejercido sobre un magistrado, ya sea del Poder Judicial o del Ministerio Público. 

En síntesis, incorporamos la locución "indebidamente" con respecto a la acción del particular en el tráfico de influencias, considerando el hecho de que dicha influencia debe ser derivada de una relación jerárquica o de parentesco. 

A continuación vamos a referirnos al cohecho pasivo agravado, puntualizando que es aquél que recae sobre el dictado, demora u omisión en una resolución judicial, cuyo agravante se consagra por la naturaleza jurisdiccional del acto sobre el que recae el pacto del cohecho. 

En el dictamen en mayoría proponemos que junto con la pena de prisión se consagre la de reclusión. Esta reforma intenta equilibrar las clases de pena privativa de la libertad en este tipo de delitos, ya que sabemos que el cumplimiento de la pena en uno y en otro caso es distinto. 

Además, fundamento dicha reforma en el hecho de que tanto el cohecho pasivo simple como el cohecho activo agravado -del juez-, el tráfico de influencia simple y el tráfico de influencia agravado -del juez- se encuentran incriminados con ambas clases de penas privativas de la libertad -prisión y reclusión-. 

Ya referí la causa por la cual se cambia la inhabilitación absoluta por la inhabilitación especial, pero manteniendo la perpetuidad. 

Asimismo, proponemos incorporar la previsión en lo que hace a recibir dinero, no contenida en el texto vigente del artículo 257 del Código Penal como elemento de cohecho. Sí está contemplado en el cohecho pasivo simple y en el tráfico de influencia simple y agravado. 

Otra de las reformas, en lo que hace al cohecho agravado, se refiere a la incorporación de los magistrados del Ministerio Público junto con los del Poder Judicial. 

Pasemos al delito de negociación incompatible con la función pública. Al respecto, la sanción de la Cámara de Diputados modifica la pena de inhabilitación especial absoluta prevista en el artículo 265 del Código Penal. El texto vigente determina una escala de tres a diez años y perpetuidad en lo que se refiere a la pena de inhabilitación. 

La sanción de la Cámara de Diputados también modifica el texto vigente porque se postula la introducción de una fórmula según la cual se incrimina la conducta del funcionario público que se interesare en miras de un beneficio patrimonial propio o de un tercero, en cualquier contrato u operación en que intervenga por razón de su cargo. Esta es una reforma de significativa importancia si se tienen en cuenta las diversas posturas que tanto en la doctrina como en la jurisprudencia se erigen sobre el significado y alcance que tienen el interesarse y el carácter del interés. Esto puede parecer semántico, pero cobra relevancia a la hora de la aplicación de la ley penal. 

La doctrina ha señalado que según el texto vigente sólo es punible la conducta del funcionario que interviene... 

Sr. PRESIDENTE (Losada).- El señor senador López le solicita una interrupción. )Se la concede? 

Sr. YOMA.- Sí, cómo no. 

Sr. PRESIDENTE (Losada).- Para una interrupción, tiene la palabra el señor senador por Entre Ríos. 

Sr. LÓPEZ.- Señor presidente: he venido escuchando atentamente la exposición del señor senador Yoma, aún con lo que cuesta seguir una fundamentación luego de más de dos horas y media. 

He podido observar que el señor senador analizó el tipo penal del artículo 257 del Código Penal y su modificación, a lo que se refiere el artículo 32. Pero luego, de golpe, pasó al artículo 34. )Es así o ha omitido referirse al artículo 33? Hago la pregunta no porque necesite esa explicación sino porque quiero hacer una observación sobre ese artículo, por el que se modifica el artículo 258 del Código Penal. 

Sr. PRESIDENTE (Losada).- Continúa en uso de la palabra el señor senador por La Rioja. 

Sr. YOMA.- El artículo 33 establece el delito de cohecho activo simple y el cohecho activo agravado y la conducta de quien ofreciese dádivas en el trámite de influencias simples y agravadas. 

A lo largo de toda mi exposición me referí a este punto. No quería reiterar la explicación, pero si el señor senador lo pide, puedo hacerlo con todo gusto. 

Sr. PRESIDENTE (Losada).- Si el señor senador la concede, para una nueva interrupción tiene la palabra el señor senador por Entre Ríos. 

Sr. YOMA.- La concedo. 

Sr. LÓPEZ.- Señor presidente: el artículo 33 del dictamen de la Comisión no se refiere solamente a la conducta de los funcionarios sino también a la de los que ofrecen la dádiva a los funcionarios. Es decir que prácticamente es un caso de soborno. Esto trae a colación el tema del soborno internacional, sobre el cual versa una de las peticiones que yo quería hacer a la Comisión, para el caso de que se produjera alguna modificación. Me refiero a incorporar esa figura, la del soborno internacional -la Argentina ya está suscribiendo el Tratado Internacional de Lucha contra la Corrupción-, con la misma tipicidad que éste contempla. 

Se podría incorporar como artículo 258 bis, estableciendo que se reprime a aquellas personas que ofrecen soborno a un funcionario extranjero para la comisión de un acto. En general todos los países tienen reprimida la comisión de este tipo de actos por parte del funcionario corrupto. Pero existe un vacío legal sobre el tercero extranjero que soborna al funcionario. Entonces me parece que la recomendación de la Convención Internacional de Lucha contra la Corrupción se podría contemplar, si bien no soy partidario de las modificaciones parciales del Código Penal ni de la incorporación de figuras. Es decir que si se modificara el texto, se podría introducir la figura del soborno internacional, con la redacción de la Convención Internacional. Quería decir esto porque de lo contrario lo iba a decir el señor senador, cuando quien habla quería formular la propuesta. 

Sr. PRESIDENTE (Losada).-- Si el señor senador Yoma le concede la interrupción, tiene la palabra el señor senador por La Pampa. 

Sr. YOMA.- Cómo no, señor presidente. 

Sr. BERHONGARAY.- Señor presidente: escuché con mucha atención la disertación del miembro informante desde su comienzo, cuando hizo esa introducción de Derecho Constitucional y nos hablaba de Jefferson y de las funciones de cada Cámara, como si todos fuéramos aprendices de Derecho. Me encuentro con que no estamos respetando la norma más inmediata que nos rige, que es la de nuestro propio Reglamento. Estamos haciendo una larga exposición en donde no se está tratando en general sino, fundamentalmente, en particular todo el texto de la ley. 

El Reglamento expresa claramente cómo es el tratamiento. Tenemos que ser más respetuosos de todos nosotros. Todas estas importantes consideraciones que se están haciendo en forma puntual sobre cada uno de los artículos son temas del tratamiento en particular y no en general, y el señor miembro informante lo sabe perfectamente bien. Por respeto a nosotros, que ya llevamos dos horas y media escuchándolo, debe atenerse al Reglamento. 

Sr. PRESIDENTE (Losada).- Esta Presidencia aclara que en cada momento en que se consideró que se había cumplido con el horario, la Cámara aprobó su prolongación. 

Continúa en uso de la palabra el señor senador por La Rioja. 

Sr. YOMA.- Señor presidente: el senador López hizo bien en referirse al soborno internacional. Yo recuerdo que al comienzo de mi exposición hice referencia a que el doctor Bagnasco, que atiende la causa IBM-Banco Nación, que puede tener algún tipo de vinculación con el soborno internacional, fue quien se refirió en la reunión de comisión a este tipo delictivo. Lo mencioné para luego tratarlo en particular y no ir salteando algunas cosas, de acuerdo con la intención planteada por el señor senador. Es decir, no explicitar una por una las reformas, sino aludir a aquellos artículos referidos al Código Penal que han sufrido modificaciones íntegras con respecto a la sanción de la Cámara de Diputados. 

Entonces sí tengo en cuenta el soborno internacional y por eso lo mencioné, como dije, al principio de mi exposición; seguramente en el tratamiento en particular vamos a debatir sobre ese tema. 

Con respecto a lo planteado por el señor senador Berhongaray, quizá sí sea molesto y engorroso escuchar esta larga exposición, pero ocurre que la Comisión ha modificado sustancialmente toda la estructura del proyecto venido en revisión de la Cámara de Diputados. Por eso consideré atinado referirme a algunas de las muchas modificaciones que se hicieron, citando doctrinas, jurisprudencia y los demás antecedentes que se tuvieron en cuenta, incluidas las ponencias de los juristas que participaron del debate en comisión. 

Creo que esto eleva el debate en general, por cuanto hemos modificado íntegramente la sanción de la Cámara de Diputados. Pero voy a tratar de ser lo más breve posible. Por eso, había salteado la consideración del artículo 33. 

El artículo 34 establece el delito de negociaciones incompatibles con la función pública. Habla de un beneficio patrimonial propio o de un tercero como elemento constitutivo del tipo delictivo; es decir, el que produce el acto con miras a un interés propio o de un tercero. 

En el dictamen en mayoría eliminamos el requisito de que el interés observado por un funcionario deba ser necesariamente de índole patrimonial, cuando hablamos de la negociación incompatible con la función pública. 

En efecto, al pretender la expresa declaración de que el interés del funcionario se realice con miras a un beneficio patrimonial, la sanción de Diputados opta por una tesis muy restrictiva en la constitución de este tipo delictivo. De manera que el interés particular ilícitamente insertado en la negociación, deberá tener como requisito típico indispensable el contenido patrimonial. 

Hay otro tipo de intereses que son reprochables éticamente y que deben ser tenidos en cuenta -según nuestro dictamen-, aunque Diputados no lo tiene en cuenta, puesto que sólo se refiere al interés patrimonial. Me refiero, por ejemplo, a razones de carácter político, afectivo o familiar, que muchas veces determinan la consumación de operaciones o negocios que desatienden el buen funcionamiento de la administración pública, priorizando el interés particular por sobre el público, en la consumación -repito- de negocios u operaciones desfavorables para el Estado. 

Así, pues, no se configura el delito previsto en el artículo 265 del Código Penal si se acepta lo que propone la sanción de Diputados. 

Por lo tanto, la modificación efectuada, en relación con las negociaciones incompatibles con la función pública, es sustancial. 

Entonces, según la sanción de Diputados, es indispensable el interés patrimonial para que se configure el delito. En cambio, de acuerdo con la solución que nosotros proponemos, no sólo es indispensable la existencia del interés patrimonial, sino que pueden existir otro tipo de intereses vinculados con situaciones partidarias, familiares, etcétera. Esto también ha sido receptado unánimemente por la doctrina y por la legislación comparada. 

Ya nos hemos referido al caso de las exacciones ilegales, previsto por el artículo 266. 

Por último, está el delito de enriquecimiento ilícito de funcionario público. En Diputados se produjo en su momento una discusión -también lo manifestó acá el doctor Bagnasco- acerca de lo objetable de este tipo delictivo, que constituye la causa fundamental de que, en treinta años de vigencia de esta modificación al Código Penal -de 1968 a 1998- no hubo una sola condena por enriquecimiento ilícito en la función pública. 

El doctor Bagnasco establecía dos causales para explicar lo difícil que resulta para el magistrado perseguir y eventualmente condenar por este tipo delictivo. Una de ellas está dada por lo dificultoso de la prueba, y otra está constituida por las objeciones de índole constitucional que trae aparejada la inversión de la carga de la prueba. 

Evidentemente, en el seno de la comisión se ha debatido este tema. El doctor Bagnasco y otros magistrados se han manifestado contrarios a la inversión de la carga de la prueba. Sin embargo, creemos necesario mantener esta figura o, por lo menos, debatirla en mayor profundidad para que no quede un vacío legal respecto de la conducta reprochable. Es decir, si se convino mantener la inversión de la carga de la prueba y avanzar en subsanar este obstáculo constitucional, el legislador debe encontrar otra figura típica para llenar el vacío que podría generarse en la legislación si se elimina este tipo delictivo. 

Reitero que es objetable y, según lo manifestado por los magistrados, no hemos observado una sola condena por esta causa a lo largo de treinta años. 

De todos modos, la Cámara de Diputados incluyó ciertas modificaciones. Algunas las aceptamos y otras no. 

La otra Cámara elimina -a mi juicio, de manera incorrecta- el secreto de la prueba aportada respecto del enriquecimiento. Propugnamos que se mantenga el texto del artículo 268 del Código Penal vigente. Aquí se establece que la prueba aportada por el funcionario acusado se conservará secreta a su pedido y no podrá ser invocada contra él para ningún otro efecto. 

La Cámara de Diputados eliminó esta redacción y aumentó la conflictividad constitucional del tipo delictivo, o sea, las objeciones del tipo delictivo, al levantar el secreto de esa prueba aportada. Evidentemente, se pueden generar hasta situaciones de afectación del derecho de defensa, de relaciones comerciales o de otro tipo, que no tienen por qué verse afectadas con motivo del proceso penal. Repito: creemos que la solución dada por la Cámara de Diputados agrava la conflictividad desde el punto de vista constitucional que de por sí presenta el artículo 268 con la inversión de la carga de la prueba. Por ello propugnamos mantener la actual redacción de ese artículo. 

Aceptamos la modificación introducida por la Cámara de Diputados por la que se establece para contemplar los casos de enriquecimiento ilícito un término de dos años con posterioridad al cese de las funciones. Es decir, el enriquecimiento ilícito se contempla no sólo en el ejercicio de la función sino también después de dos años de haber cesado. Es de estricta justicia extender el lapso a dos años luego del cese de las funciones para analizar la incorporación al patrimonio del producido del enriquecimiento. 

Por otra parte, la Cámara de Diputados apuntó -según consultas que hemos mantenido- a acotar en dos años la situación de la inversión de la carga de la prueba. Es decir, en alguna medida tendió a eliminar las objeciones de índole constitucional o a acotarlas. 

Al decir de muchos juristas, el grave problema de la redacción es que no tiene prescripción. Esto es así porque no se consuma el delito mientras el funcionario no sea requerido. El delito queda consumado cuando no se responde a la requisitoria respecto del enriquecimiento. Obviamente, no corre la prescripción. Una persona que pasó por la función pública sólo por un día, queda en situación de imprescriptibilidad y con la inversión de la carga de la prueba, que es lo gravoso desde el punto de vista del derecho constitucional. Por eso, cuando consultamos en Diputados el porqué de este plazo de dos años, nos dieron estos dos motivos sobre los que no vemos objeciones y por los que aceptaremos la modificación. 

En síntesis, mantenemos el carácter secreto de la prueba aportada que figura en el régimen vigente y aceptamos la incorporación de los dos años con posterioridad al cese de las funciones respecto del enriquecimiento patrimonial. 

Además existe una propuesta de algunos senadores respecto de utilizar el mismo término en el código Penal que empleó la Convención de Lucha contra la Corrupción, que es ley de la Nación. 

Sr. PRESIDENTE (Losada).- Señor senador Yoma: el señor senador por Entre Ríos le solicita una interrupción. )Se la concede? 

Sr. YOMA.- Sí, señor presidente. 

Sr. PRESIDENTE (Losada).- Para una interrupción, tiene la palabra el señor senador por Entre Ríos. 

Sr. ALASINO.- )La propuesta es sustituir la actual redacción por el tipo penal de la convención contra la corrupción? 

Sr. YOMA.- Exactamente. Así lo solicitaremos en el análisis en particular. 

La redacción que prevé la Convención Interamericana contra la Corrupción dice lo siguiente: El que al ser debidamente requerido no justificare razonablemente el incremento de su patrimonio de significativo exceso respecto de sus ingresos legítimos durante el ejercicio de sus funciones. Seguramente vincula esto a la comparación entre lo que declara el funcionario en sus declaraciones juradas y la situación real de su patrimonio. 

Los países miembros han adoptado esta redacción prevista en esta Convención que es ley de la Nación. Como un elemento de coherencia legislativa algunos señores senadores proponen tomar esta fórmula de la convención de lucha contra la corrupción y trasladarla al tipo penal previsto por el artículo 268. 

Sr. PRESIDENTE (Losada).- Tiene la palabra el señor senador por La Pampa, de la Unión Cívica Radical. 

Sr. BERHONGARAY.- Señor presidente: cuando con cierta similitud temporal aparecen en forma recurrente expresiones universales que tienden a corregir deformaciones en distintas geografías, la primera pregunta que nos hacemos es por qué está ocurriendo esto. 

-Ocupa la Presidencia el señor vicepresidente 2° del H. Senado, senador Carlos H. Almirón.
Sr. BERHONGARAY.- En lo personal tengo una formación política y filosófica según la cual, sin caer en mecanicismo alguno -porque ello sería negar la libertad y, por lo tanto, la moral-, creo que las tendencias históricas responden a causales que a veces no son fáciles de explicar. 

El tema de la corrupción y las leyes que para combatirla se han ido sancionando en distintos países, tal como fue mencionado por el miembro informante de la mayoría, en Francia, España, Italia, Estados Unidos -por ejemplo, la Convención de la OEA, de Caracas de 1996 o legislaciones de nuestro propio hemisferio sudamericano- nos indica que algo comienza a pasar. 

Frente a una situación en la cual se trastrocaron algunos valores, para mucha gente comienza un período de reacción. No es casualidad que encuestadoras o consultoras internacionales como Gallup nos digan que el 96 por ciento de los argentinos piensa que hay mucha o grave corrupción; que en una calificación de 0 a 10, el nivel de corrupción de la Argentina esté en dos y algo; que Transparencia Internacional nos diga que entre los países más corruptos, la Argentina ocupa el puesto número once. Son datos más que preocupantes, porque cuando existe la corrupción, no solamente existe el grupo de los que la llevan a cabo sino también aquellos que no realizan el debido castigo social a los corruptos. 

Y no estoy hablando de castigo legal sino del castigo social, cuando se produce el trastrocamiento de los valores que hacen que el éxito -cualquiera sea el modo por el cual fue obtenido-, sea tomado a veces como un valor más positivo que la austeridad y que la pobreza. 

Corrupción, éxito y frivolidad son valores que se van enancando y produciendo la modificación de los comportamientos sociales. Muchos dicen: "conocemos actitudes inexplicables en cuanto al enriquecimiento de funcionarios". Pero frente a la pregunta: ")qué actitud toman?", responden: "ninguna". Al contrario, se los recibe como a poderosos y no como a corruptos. 

Y esto seguramente es lo que va realimentando los procesos de corrupción. 

Pero estas señales que empezamos a ver en distintas geografías y casi con similitudes temporales, nos llevan a pensar que algo está cambiando. 

Politicólogos y filósofos de distintos países nos están empezando a señalar que la década de este próximo siglo, que prácticamente ya empezó, va a tener como imperativo categórico el reclamo de la conducta. En otras épocas fueron la justicia, el bienestar económico, el desarrollo social, la libertad o la democracia. En distintos tiempos cada una de ellas, y a veces juntas, fueron las ideas fuerza que motorizaron los devenires de los pueblos. 

Se está comenzando a pensar seriamente en que el gran tema de la primera década del siglo que ya prácticamente empezamos, va a ser el de las conductas. Y cuando esto empiece a ser tendencia, seguramente los comportamientos empezarán a cambiar. 

Analizaba con algunos amigos, ciertos aspectos vinculados a graves hechos que superan lo que podríamos llamar la ética, porque son aberraciones sociales -por ejemplo las violaciones de los derechos humanos- y tienen que ver con las conductas. 

Me preguntaba: )qué está pasando en el mundo? Mandela crea una comisión para investigar lo que sucedió en Sudáfrica; las Naciones Unidas crean comisiones en Guatemala y en El Salvador para verificar las tremendas inconductas -por llamarlas de alguna manera- que ocurrieron durante treinta o treinta y cinco años y que produjeron tantos crímenes; en España aparecía como tema principal el del GAL; la propia Israel empezaba a tener que dar explicaciones de cosas que se trataban de tapar; aparece de vuelta el tema de Vietnam y ya no alcanzaba con el capitán Medina y con el teniente 1° Colbert que fueron los únicos condenados por los hechos de My Lai y considerados los responsables de aquellas atrocidades. )Qué es lo que está pasando cuando vemos que comienza a repetirse este comportamiento de búsqueda de mejores actitudes y empiezan a reaparecer los pasados, incluso en nuestro país? 

No creo que esto sea casualidad. Por encima de la oportunidad o inoportunidad, de que nos guste o no, el hecho de que se haya derogado la ley de obediencia debida, de que se esté creando la Comisión de la Búsqueda de la Verdad, de que Videla esté preso; está todo dentro de esta gran tendencia que se empieza a dar en el mundo, en el cual los comportamientos éticos, que es el respeto de los derechos humanos, pasan a ser el imperativo categórico. 

Por eso no me sorprende que hoy, aunque en soledad, estemos tratando este tema de la ética pública. No me sorprende, me alegra. Pero fundamentalmente no me sorprende, porque estas cosas cuando maduran son imparables. Empieza a darse un vuelco histórico. 

Yo me reía cuando algunos, desde la ingenuidad histórica me decían que podían existir pactos de gobernabilidad sobre los hechos de corrupción en términos de operaciones políticas que pudieran llegar a evitar la acción de la justicia en los tiempos actuales y en los que vienen. Cuando la historia aparece con todas sus fuerzas estas cosas son imparables, no existen y si alguien ingenuamente lo piensa, le digo que estudie un poco historia y se dará cuenta de que esto no se va a parar. 

El tema de la corrupción en la Argentina va a aparecer como un testigo recurrente en los años que vienen. Todas las corrupciones, no estamos haciendo imputaciones parciales. )Quién se iba a imaginar que el profeta de la decencia empresaria, que predicaba en el mundo códigos de ética, como era la empresa IBM, en este momento tenga a sus funcionarios procesados, altamente sospechados de cometer graves irregularidades en sus escuelas de ética en los Estados Unidos y aquí pontificaban como imposibles? Recuerdo que algunos asesores, cuando tratábamos algunos temas vinculados a las privatizaciones, me decían que si había alguna empresa americana tenía que olvidarme, porque ahí no podía haber corrupción. Si estaban los europeos, los japoneses, los de otros continentes podía imaginarme cualquier cosa, pero no con los códigos de ética de los Estados Unidos. Y para mucha gente fue una tremenda sorpresa cuando se levantó el telón y detrás del caso IBM quedó de manifiesto la tremenda corrupción que también, lamentablemente, rige en ese país. 

Tengo acá una encuesta de Mora y Araujo en donde se consultó a los presidentes de las ochenta firmas que más venden en la Argentina y dice que en el sector privado las pérdidas que ocasiona el fraude y la corrupción ascienden a 8.500 millones de dólares, un monto equivalente al 2 por ciento del producto bruto interno argentino. Por supuesto muchos de esos presidentes son cómplices o autores de estas corrupciones que ellos mismos denuncian. 

Considero que si hay algo que puede ayudar a combatir la corrupción por encima de las leyes y además de ellas es, fundamentalmente, el control social. 

Y para que exista control social, hay una vieja máxima repetida desde siempre en Inglaterra, que los filósofos manifestaban ya en el siglo pasado, decían: dadme la publicidad y os regalo lo demás. Es decir: publicidad, publicidad, publicidad. 

Yo fui educado en un colegio salesiano, y recuerdo que siempre nos educaban entre el temor y el amor a Dios. Había carteles en todo el colegio que decían: "Dios me ve". Eso actuaba como un elemento disuasorio tremendo. Hasta teníamos miedo a los malos pensamientos, por lo de "Dios me ve". Si yo traslado esa vivencia de cuando era muy niño a la realidad que hoy tenemos, quisiera que toda la gente Anos viera.@ 

Entonces, deberíamos repetir, como Kant, que Acada acto de nuestra vida se transforme en un imperativo categórico@; creo que cada uno de nosotros debemos poder contar a nuestros hijos todos los actos de nuestra vida, por lo menos de la pública. Si es posible, de la privada también, pero por lo menos de la pública. Cada uno de nosotros debemos poder contar a nuestros vecinos y amigos todo lo que hemos hecho y dejado de hacer. Y esta es la oportunidad que tenemos -a través de la sanción de una buena ley- para mejorar los controles sociales. 

Yo no voy a entrar en los detalles de los tipos legales y demás cuestiones conexas por ahora. En el debate en particular lo vamos a analizar. Quiero reflexionar sobre el tema de la necesidad de la publicidad. 

Cuando el bloque de la Unión Cívica Radical tuvo que optar entre el dictamen de la Cámara de Diputados y el de la mayoría del Senado, optó por el de la Cámara baja. Primero, porque venía con un consenso, pero fundamentalmente, porque en materia de publicidad respondía más acabadamente a lo que entendemos requiere la sociedad, que es algo justo y transparente. No había ninguna incongruencia en nuestra postura, a pesar de que escuché el sarcasmo con que se trataba de minimizar la actitud de nuestro bloque -me refiero al de la Alianza-, por haber emitido un dictamen en disidencia parcial, en términos similares a los de la Cámara de Diputados. Puede ser un dictamen absolutamente mejorable, pero en la esencia y en general, creemos que da una respuesta más adecuada al tema de la necesaria publicidad... 

Sr. ALASINO.- )Me permite una interrupción, señor senador? 

Sr. BERHONGARAY.- Cómo no. 

Sr. PRESIDENTE (Almirón).- Tiene la palabra el señor senador por Entre Ríos. 

Sr. ALASINO.- Señor presidente: más allá de las consideraciones generales -muy generales- que está haciendo el señor senador por La Pampa, supuestamente previas a la consideración del proyecto de ley, y con el afán de mantener el tono reflexivo de este debate, quisiera que muy brevemente confrontara, con respecto al tema de la publicidad, los dos dictámenes, y que me diga en cuál es más pública. O, en todo caso, cuánto más pública es en la redacción oscura de la Cámara Diputados y cuánto más clara intenta ser en la otra. Porque me da la impresión -tengo ante mí los dos dictámenes- de que es mucho más pública, correcta y precisa la cuestión de acuerdo con la redacción que propone este Senado. 

Por eso, cuando el señor senador por La Pampa entre al tratamiento concreto de este proyecto de ley -hasta ahora ha hecho consideraciones muy generales; está sobrevolando el tema- por lo menos intentemos hacer algún tipo de explicación de ese tipo. 

Sr. PRESIDENTE (Almirón).- El señor senador por La Rioja también solicita una interrupción. 

Sr. BERHONGARAY.- La concedo. 

Sr. YOMA.- Señor presidente: uno de los temas que fue motivo de conversación y de asombro entre los miembros justicialistas de la comisión y uno que otro no justicialista fue que, al analizar los trabajos de los senadores Villarroel y Usandizaga, por un lado, del senador López, por otro, y la disidencia del senador Berhongaray, no encontramos una explicación a esa disidencia que hace sobre el dictamen en minoría. En efecto, dicha disidencia está tan cerca -o mucho más cerca- del dictamen en mayoría y lejos del dictamen en minoría. Quiero señalar que se trata de un trabajo intelectual encomiable. Pero le hago un amigable desafío al senador Berhongaray para que nos explique cuál es la causa de que su disidencia tiene tantos puntos en coincidencia con el dictamen en mayoría y está tan lejos de la sanción de Diputados, pero la disidencia la hace sobre el proyecto de ley que está en revisión y no sobre el dictamen en mayoría. Comprendemos que quizá se deba a una cuestión de lealtad interna a su bloque, pero en los hechos el senador Berhongaray suscribe nuestro dictamen. 

Sr. BERHONGARAY.- El senador Berhongaray suscribe lo que ha suscripto. Cuando llegue al artículo 10 voy a hacer un análisis comparativo de la sanción de la Cámara de Diputados y del dictamen en mayoría del Senado. Vamos a comprobar que realmente nuestro deseo de mayor publicidad se ve más reflejado en el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados... 

Sr. YOMA.- En todo caso, una disidencia parcial al dictamen en mayoría. 

Sr. BERHONGARAY.- ...Incluso, el propio miembro informante ha reconocido con relación a este artículo, a través de alguna sugerencia que hicimos algunos de los miembros opositores en la comisión, que fueron suprimidas algunas modificaciones como la relativa a la eliminación de la tasa para lograr la información. Pero, bueno, esto lo analizaremos cuando lleguemos al artículo 10. 

El tema de la publicidad es para nosotros el eje central en la lucha contra la corrupción. El objetivo es que sepan los corruptos que la gente puede saber lo que hacen; y que también sepa la gente lo que hacemos los funcionarios de los tres poderes y todos aquellos que de algún modo tenemos alguna vinculación con alguno de esos poderes. 

No quiero entrar en cuestiones particulares. Sólo me referiré a algunos aspectos que vienen a confirmar esta introducción que hemos realizado. 

En el Capítulo III, artículo 5°, se establece quiénes son las personas obligadas a prestar declaración jurada. Creo que sí, es correcto que el dictamen en mayoría ha remediado algunos errores, olvidos y falencias del proyecto sancionado por la Cámara de Diputados con la incorporación de algunos funcionarios que habían sido omitidos entre las personas con obligación de realizar declaraciones juradas. Pero creo que tanto en la sanción de la Cámara de Diputados como en el dictamen en mayoría del Senado quedan algunas omisiones que vamos a tratar de que explícitamente se incorporen, si es que están en el espíritu. 

En tal sentido, considero que deben prestar declaración jurada todos aquellos que están involucrados en lo que fija el último párrafo del artículo 8° de la ley de administración financiera del Estado, que dice: "...todas aquellas otras organizaciones empresariales donde el Estado tenga participación mayoritaria en el capital o en la formación de las decisiones societarias." Además, esa ley dispone: "Serán aplicables las normas de esta ley, en lo relativo a la rendición de cuentas de las organizaciones privadas a las que se hayan acordado subsidios o aportes y a las sustituciones o fondos cuya administración, guarda o conservación esté a cargo del Estado nacional a través de sus jurisdicciones o entidades." 

Sr. YOMA.- Perdón, señor senador. )Podría repetir el concepto? 

Sr. BERHONGARAY.- Me refiero a los últimos párrafos del artículo 8° de la ley 24.156, Ley de Administración Financiera del Estado. 

Establece: "Serán aplicables las normas de esta ley, en lo relativo a la rendición de cuentas de las organizaciones privadas a las que se hayan acordado subsidios o aportes y a las sustituciones o fondos cuya administración, guarda o conservación esté a cargo del Estado nacional a través de sus jurisdicciones o entidades." 

Sr. YOMA.- )Se refiere a los comprendidos por la ley? 

Sr. BERHONRAGAY.- Así es. 

Sr. YOMA.- Entonces, entran los centros vecinales, clubes, etcétera. 

Sr. BERHONGARAY.- No, exclusivamente aquellos que administren. 

)A qué apunta esta propuesta? Fundamentalmente a aquellos organismos que reciben fondos en virtud de leyes, que son entidades privadas y que compulsivamente tienen sus patrimonios y recaudan en función de decisiones públicas. Por ejemplo, las obras sociales o... 

Sr. ALASINO.- )Me permite una interrupción, señor senador? 

Sr. BERHONGARAY.- Sí, cómo no. 

Sr. PRESIDENTE (Almirón).- Para una interrupción, tiene la palabra el señor senador por Entre Ríos. 

Sr. ALASINO.- Suscribo lo que plantea el señor senador, pero entiendo que se queda a mitad de camino... 

Sr. BERHONGARAY.- No he terminado, señor senador. 

Sr. ALASINO.- De acuerdo, señor senador. 

Igualmente, hace pocos días votamos un proyecto de resolución del señor senador León en donde, prácticamente, fijamos una norma de ética pública cuando establecimos que aquellas empresas que, de alguna manera, tienen una vinculación dolosa con el Estado, deben ser omitidas hasta que ella quede terminada. En consecuencia, sería bueno establecer que quedarán incluidas en los mecanismos de la ley de ética pública todas las personas físicas o jurídicas que, en forma virtual y permanente, desarrollen actividades vinculadas con la función pública o con funcionarios públicos. 

De esa manera, quedarían incorporados en la ley los que hasta ahora ha puntualizado el señor senador por La Pampa y los que, probablemente, mencione más adelante. Pero, en ese caso, ya no sancionaríamos una ley de ética pública sino una ley de ética política... 

Sr. BERHONGARAY.- Esa es la dirección de la sugerencia que había empezado a esbozar. 

Sr. YOMA.- )Me permite una interrupción, señor senador? 

Sr. BERHONGARAY.- Sí, cómo no. 

Sr. PRESIDENTE (Almirón).- Para una interrupción, tiene la palabra el señor senador por La Rioja. 

Sr. YOMA.- Señor presidente: quiero hacer una respetuosa sugerencia a los efectos del futuro tratamiento en particular. 

Me parecería correcto que el señor senador por La Pampa precisara en la redacción del artículo qué individuos quedarían alcanzados por la norma. Lo digo porque, por ejemplo, ayer gestioné un subsidio para el Centro Vecinal Villa Libertador, La Rioja, a fin de construir una sala de primeros auxilios, y fue otorgado. Entonces, obligarle al presidente del Centro Vecinal Villa Libertador a que presente una declaración jurada de bienes por la obtención del subsidio, me parece que es un exceso. Imaginemos que en la misma situación habría miles y miles de organizaciones vecinales y comunitarias que reciben subsidios del Estado. 

Es por eso que sería bueno precisar la redacción a fin de no caer en excesos. 

Sr. BERHONGARAY.- Así es. 

La redacción que propongo dice textualmente lo siguiente: "Los secretarios generales de las entidades gremiales de segundo y tercer grado. Los directores, presidentes de entidades y/o aquellos sujetos que participen en la toma de decisiones o administren fondos recaudados obligatoriamente por ley." 

-Murmullos en el recinto.
Sr. BERHONGARAY.-)El señor miembro informante escuchó la propuesta que acabo de formular? 

Sr. YOMA.- Pido disculpas al senador Berhongaray. 

)Puede reiterar su propuesta? 

Sr. BERHONGARAY.- Cómo no. 

La redacción que propongo dice textualmente lo siguiente: "Los secretarios generales de las entidades gremiales de segundo y tercer grado. Los directores, presidentes de entidades y/o aquellos sujetos que participen en la toma de decisiones o administren fondos recaudados obligatoriamente por ley." 

Este texto, que sería incorporado como inciso, se refiere a la obligación de este grupo de personas con respecto a la presentación de la declaración jurada de sus bienes. 

Sr. YOMA.- Es una buena idea. 

Sr. BERHONGARAY.- Quiero recalcar que esta propuesta está en consonancia con el artículo 118 de la ley 24.156 de administración financiera, por la que se crea la Auditoría ... 

Sr. YOMA.- )Se trata de entidades de carácter comercial y civil? 

Sr. BERHONGARAY.- Entidades gremiales de segundo y tercer nivel. 

Sr. YOMA.- )Únicamente? 

Sr. BERHONGARAY.- Reitero que se refiere a los secretarios generales de las entidades gremiales de segundo y tercer grado; los directores, presidentes de entidades y/o aquellos sujetos que participen en la toma de decisiones o administren fondos recaudados obligatoriamente por ley. 

Sr. YOMA.- Entonces, se refiere a entidades comerciales, a entidades civiles ... 

Sr. BERHONGARAY.- No; se refiere a quienes administren fondos recaudados obligatoriamente por ley. 

Sr. ALASINO.- Ahí no cabe el caso de I.B.M. 

Sr. BERHONGARAY.- No; esto es otra cosa. 

El inciso j) del artículo 118 de la ley 24.156 establece la obligación de presentar una declaración jurada patrimonial con arreglo a las normas y requisitos que disponga el Registro, la que deberá ser actualizada anualmente y al cese de las funciones. 

El artículo 120 de la norma que acabo de mencionar indica que el Congreso de la Nación podrá extender su competencia al control externo. 

Considero correcta la propuesta del dictamen de la mayoría al establecer en jurisdicción del Congreso de la Nación a la Comisión de Ética ... 

Sr. ALASINO.- )Me permite una interrupción, señor senador? 

Sr. BERHONGARAY.- Me parece razonable lo que aquí se ha propuesto en el sentido de establecer la competencia del Congreso de la Nación. 

Sr. PRESIDENTE (Almirón).- El señor senador por Entre Ríos le solicita una interrupción. )Se la concede, senador Berhongaray? 

Sr. BERHONGARAY.- Cómo no. 

Sr. PRESIDENTE (Almirón).- Para una interrupción, tiene la palabra el señor senador por Entre Ríos. 

Sr. ALASINO.- Señor presidente: celebro el estudio minucioso realizado por el señor miembro informante de la minoría. 

Evidentemente, queda demostrado que toda la tarea llevada a cabo con respecto a este proyecto de ley venido en revisión tiene por objeto mejorar la sanción de la Cámara de Diputados. 

Esto desdice, por decirlo de alguna manera, la opinión inicial puesta de manifiesto por el señor senador por La Rioja, quien dejó traslucir que si nosotros modificáramos este proyecto de ley venido en revisión, al regresarlo a la Cámara de Diputados, lograríamos que nunca fuera aprobado. 

En su momento dejamos pasar ese comentario porque estamos realmente interesados por sancionar esta norma; no todo lo contrario. 

Por ello, celebro el reconocimiento puesto de manifiesto en el sentido de que existen trabajos concretos sobre este proyecto de ley para mejorar la sanción de la Cámara de Diputados. 

Sr. BERHONGARAY.- Nosotros hemos trabajado muchísimo sobre este proyecto de ley. 

Sr. ALASINO.- Dígaselo al senador Galván. 

Sr. BERHONGARAY.- No; esto lo digo para quienes tal vez peyorativamente, como el señor miembro informante, hayan dicho que nosotros delegábamos toda nuestra responsabilidad en la Cámara de Diputados, que no trabajábamos, que no hacíamos nada, que estábamos ... 

Sr. ALASINO.- (Pero lo dije como un piropo! 

Sr. PRESIDENTE (Almirón).- Esta Presidencia solicita a los señores senadores se sirvan no dialogar. 

Sr. YOMA.- Se trata del dictamen del bloque radical. 

-Murmullos en el recinto.
Sr. BERHONGARAY.- No, no; los senadores saben de la seriedad con que hemos trabajado sobre este tema. 

-Murmullos en el recinto.
Sr. ULLOA.- )Me permite una interrupción, señor senador? 

Sr. PRESIDENTE (Almirón).- El señor senador por Salta solicita una interrupción. )Se la concede, senador Berhongaray? 

Sr. BERHONGARAY.- Sí; cómo no. 

Sr. PRESIDENTE (Almirón).- Para una interrupción, tiene la palabra el señor senador por Salta. 

Sr. ULLOA.- Señor presidente: voy a ser muy breve. 

De hecho, no sé si mi pregunta es pertinente. Los ferrocarriles perciben unos 340 millones de dólares anuales en concepto de subsidios. )Sus ejecutivos están comprendidos en esta propuesta? 

Sr. ALASINO.- En ese caso, no están comprendidos. 

Sr. PRESIDENTE (Almirón).- Continúa en uso de la palabra el señor senador por Entre Ríos. 

Sr. BERHONGARAY.- Así es; esos funcionarios no están comprendidos en mi propuesta porque en ese caso no se trata de fondos recaudados imperativamente por ley. 

Quiero referirme a la inclusión de los administradores de obras sociales, área en la que hablamos, aproximadamente, de 2.500 millones de dólares. 

No sé si estos funcionarios están incluidos en el artículo 5°; de hecho, no puedo afirmarlo. Quizá alguien pueda considerar que quedan comprendidos a través de alguna afirmación generalizada que también incluiría a otros importantes funcionarios que igualmente manejan muchísimos recursos. Lo cierto es que, al no estar textualmente mencionados, importantes funcionarios quizá quedarían excluidos de la obligación de presentar declaración jurada de sus bienes. Un caso concreto sería el de los directivos del PAMI, que manejan aproximadamente 2.500 millones de dólares. 

Sabemos que alrededor de 5 mil millones de dólares provienen del presupuesto general de la Nación. Considero que una cifra de tal envergadura, obviamente, debe ser administrada y manejada por gente que al menos debería tener el mismo tratamiento 

tratamiento de otros funcionarios públicos prácticamente de menor o insignificante cuantía, no obstante lo cual sí estarán obligados por esta ley a presentar sus declaraciones juradas de bienes. 

No sé si está incluido, por ejemplo, el administrador nacional de Aduanas. No lo veo en la lista. Alguien puede inferir que sí, pero para que no queden dudas pido que se lo incluya expresamente. 

También podría citar el caso del director de la Superintendencia de Bancos, del Banco Central de la República Argentina, que es un organismo autárquico... 

Sr. YOMA.- )Me permite una interrupción? 

Sr. PRESIDENTE (Almirón).- El señor senador por La Rioja le solicita una interrupción. )Se la concede? 

Sr. BERHONGARAY.- Sí, cómo no. 

Sr. PRESIDENTE (Almirón).- Para una interrupción tiene la palabra el señor senador por La Rioja. 

Sr. YOMA.- En el tratamiento en particular seguramente vamos a profundizar -como dice el señor senador- en los sujetos que deben estar comprendidos en la ley. Pero, en principio, en una lectura rápida del artículo 5 del dictamen vemos que el administrador nacional de Aduanas queda incluido. Concretamente, en el inciso m) se dice: ALos funcionarios o empleados con categoría o función no inferior a la de director o equivalente, que presten servicio en la Administración Pública Nacional, centralizada o descentralizada, las entidades autárquicas, los bancos y entidades financieras del sistema oficial, las obras sociales administradas por el Estado, las empresas del Estado, las sociedades del Estado y el personal con similar categoría o función, designado a propuesta del Estado en las sociedades de economía mixta, en las sociedades anónimas con participación estatal [mayoritaria o no] y en otros entes del sector público@. 

Como vemos, la enunciación es bastante completa. No obstante seguramente será conveniente que los bloques revisemos esta enumeración para no caer en olvidos inadmisibles como el de la Cámara de Diputados, que ha excluido al jefe de Gabinete o a los miembros del Ministerio Público. 

Sr. PRESIDENTE (Almirón).- Continúa en uso de la palabra el señor senador por La Pampa. 

Sr. BERHONGARAY.- Entiendo que la dirección del tema va en este sentido. Pero no quisiera -como dice el señor senador- que por alguna interpretación deformada quedara excluido el PAMI, por ejemplo. 

Sr. YOMA.- No, no va a quedar afuera... 

Sr. BERHONGARAY.- Usted sabe que hay una polémica bastante fuerte. Recordemos que el presidente del PAMI se niega a ser auditado por la Auditoría General de la Nación, como lo determina claramente la ley 24.156. Por eso digo que no debemos personalizar el tema. No debemos hablar del actual presidente del PAMI sino tener la mira puesta en una ley para los tiempos. 

Debemos tratar de que quienes manejan grandes y grandísimos recursos públicos tengan al menos las mismas obligaciones que los funcionarios de menor rango que prácticamente no manejan ningún dinero. 

En el artículo 6, que habla sobre el contenido de la declaración jurada, se establecen varias modificaciones. Se hace mención de los bienes que deberá contener la declaración jurada, tales como bienes inmuebles, muebles registrables, otros bienes muebles, etcétera. Como hombre de La Pampa y del campo digo que se han olvidado de los semovientes, de los 50 millones de cabezas que corresponden al stock ganadero del país. Se olvidaron del stock bovino, porcino... 

Sr. YOMA.- )Por qué nos olvidamos de los semovientes? 

Sr. BERHONGARAY.- Veo que se habla de los bienes muebles e inmuebles y que la categoría de los semovientes no está. 

Me parece que se trata de una omisión de la Cámara de Diputados y de la de Senadores. No creo que nadie esté pensando en dejar afuera a las vacas, a las ovejas, a los porcinos, a los caballos. 

El inciso h), siempre hablando del contenido de las declaraciones juradas, dice: "Ingresos y egresos anuales derivados de rentas o de sistemas previsionales. Si el obligado a presentar la declaración jurada estuviese inscrito en el régimen de impuesto a las ganancias o sobre bienes personales no incorporados al proceso económico, deberá acompañar también la última presentación que hubiese realizado ante la Dirección General Impositiva." 

Me parece que es importante este inciso, pero también incompleto. Por eso presenté expresamente un proyecto que establece que en las declaraciones juradas se incluya también una declaración jurada de gastos consumidos en forma anual y discriminados. 

En la declaración jurada de ganancias hay un rubro que dice "Montos Consumidos". (Dirigiéndose al senador Alasino) Así que no se ría, señor senador. Usted, como contribuyente, seguramente lo debe hacer todos los años; nada más que el tema no está discriminado. Sería una buena señal decirle a la gente, sobre todo a nuestros vecinos, cuánto gastamos en expensas, en alquileres, en seguros, en viajes, en colegios o universidades, en tarjetas, porque si hay algo difícil de esconder es el nivel de vida que cada uno lleva. Si nosotros, los senadores, tenemos un ingreso de bolsillo de 4.500 pesos, tenemos un nivel de vida ... 

-Varios señores senadores hablan a la vez.
Sr. BERHONGARAY.- No inflemos las cosas. 

-Varios señores senadores hablan a la vez.
Sr. BERHONGARAY.- Nosotros tenemos pasajes, tenemos 1.200 pesos por auto y 4.500 pesos de bolsillo y cualquier otro gasto que invente no responde a la realidad. 

Sr. ALASINO.- Son 10 mil y no 4.500. 

Sr. BERHONGARAY.- No responde a la realidad. Si no, que se pida un informe para la semana que viene a Contaduría para que alguien diga si además de los pasajes, de los 1.200 por auto ... 

Sr. ALASINO.- El aguinaldo es una dieta al año. 

Sr. BERHONGARAY.- ... a ver si de bolsillo cobramos más de 4.500 pesos. Si alguno de nosotros tiene su casa en la provincia, otra casa acá, y todavía le sobre mucho dinero, y no tiene otros ingresos, seguramente le será difícil explicárselo a sus vecinos. 

Sr. PRESIDENTE (Almirón).- Tiene la palabra el señor senador por La Rioja. 

Sr. YOMA.- Simplemente, para no dejar este manto de sospecha que ha puesto el señor senador Berhongaray sobre todo el Senado... 

Sr. BERHONGARAY.- Yo no he puesto ningún manto de sospecha. 

Sr. YOMA.- Es irrisorio pensar que los ingresos de un senador, con el nivel de gastos que tiene tanto acá como en su respectiva provincia, sean de 4 mil pesos. Al decir eso, se pone bajo sospecha a todo el Senado. 

Personalmente, declaro ante la D.G.I. como ingresos por el sector público -es decir, aquello que me paga el Senado-, la suma de 10.200 pesos. Eso es lo que yo declaro como ingreso real y no lo escondo, no lo pongo bajo la mesa. Ello es así porque tenemos la obligación de declarar lo que percibimos por todo concepto. 

Esto debe quedar claro, reitero, para evitar que se tienda un manto de sospecha sobre todo el Senado Nacional, en esta suerte de autoflagelación que está ensayando el señor senador por el radicalismo. 

Sr. DEL PIERO.- )Me permite una interrupción, señor presidente? 

Sr. PRESIDENTE (Almirón).- Para una interrupción, tiene la palabra el señor senador por la Capital. 

Sr. DEL PIERO.- Que me disculpe el señor senador, pero yo no percibo esa suma... 

-Varios señores senadores hablan a la vez.
Sr. YOMA.- A la dieta que percibo se le incorporan 3 mil pesos por pasajes y 1.200 pesos por combustibles. Esos importes son declarados; están incluidos en mi declaración de ingresos. 

Por ello, sugiero al señor senador por la Capital que se informe adecuadamente, porque, por lo que manifiesta, no le están pagando lo que corresponde. 

Sr. ALASINO.- El aguinaldo que cobraron hoy también debe incluirse. 

Sr. DEL PIERO.- )Puedo continuar con mi exposición? 

Sr. PRESIDENTE (Almirón).- Adelante. 

Sr. DEL PIERO.- Yo percibo 4.800 pesos por dieta, 1.200 pesos por automóvil y, si opto por el dinero de los pasajes, 3 mil pesos más, lo cual hace un total de 9 mil pesos. 

Sr. ALASINO.- A lo que debe sumarle la parte proporcional del aguinaldo, lo que hace un total de 10.500 pesos. 

Sr. DEL PIERO.- Todavía no cobré el aguinaldo. (Risas.) 

-Varios señores senadores hablan a la vez.
Sr. PRESIDENTE (Almirón).- Esta Presidencia ruega a los señores senadores que no dialoguen. 

Continúa en uso de la palabra el señor senador por La Pampa. 

Sr. BERHONGARAY.- Señor presidente: ratifico lo que he manifestado. 

He dicho que cobro 4.500 pesos; esto es, 6.000 pesos de dieta menos los descuentos. Efectivamente, cobramos los pasajes y 1.200 pesos de nafta. Todo lo demás no existe. 

La mayor parte de nosotros vivimos en el interior y, obviamente, tenemos gastos aquí y allá. 

Sr. VAQUIR.- Y algunos tienen ingresos de la actividad privada. 

Sr. BERHONGARAY.- Por supuesto. Hay mucha gente que tiene ingresos debido a su actividad privada, y bien habidos que los tiene. En esos casos, son absolutamente justificables los niveles de gastos que puedan exhibir. 

No obstante, propongo que juntamente con la declaración patrimonial, hagamos también una declaración de gastos. 

Sr. ALASINO.- Pero diga todo lo que percibe. 

Sr. BERHONGARAY.- Ya lo he dicho y todos sabemos lo que ganamos. 

-Varios señores senadores hablan a la vez.
Sr. BERHONGARAY.- Me doy cuenta de que hay temas que no se pueden tocar, y estamos hablando de ética pública. 

-Varios señores senadores hablan a la vez.
Sr. YOMA.- )Me permite una interrupción...? 

Sr. PRESIDENTE (Almirón).- Para una interrupción, tiene la palabra el señor senador por La Rioja. 

Sr. YOMA.- Creo que el señor senador preopinante no tiene derecho a hacer la imputación que está efectuando. Es un golpe muy bajo y creo, sí, que apunta a enrarecer este debate. Si de eso se trata, estamos dispuestos a enrarecerlo; no hay problema. Pero también creo que es un agravio injusto y un golpe bajo al resto del cuerpo, que no nos merecemos. 

Sr. BERHONGARAY.- Señor presidente: no es ningún golpe bajo señalar la realidad de los hechos. 

Si hablamos de ética pública debemos transparentar todas las cosas. De lo contrario, sigamos... 

Sr. ALASINO.- )Me permite una interrupción, señor senador? 

Sr. BERHONGARAY.- No, señor senador. 

Por otra parte, todas estas cosas deberán ser incluidas en la declaración jurada; algunas ya lo están. Y voy a seguir haciendo sugerencias en relación con las declaraciones juradas que impone la normativa vigente. Quiero mencionar algunos decretos que anteriormente establecían la obligación de realizar declaraciones juradas: el correspondiente a la Presidencia del general Perón, de fecha 4 de mayo de 1953; el decreto 7843/53, correspondiente a los registros de declaraciones juradas patrimoniales del personal de la administración pública; el decreto 1.639 del 28 de diciembre de 1989, dictado bajo la presidencia del doctor Menem; el decreto 494 del 5 de abril de 1995, sobre régimen de declaraciones juradas patrimoniales y de requerimiento de justificación de incrementos patrimoniales. También es necesario citar el artículo 118 de la ley 24.156, que establece la obligación de realizar declaraciones juradas. 

Esta normativa está vigente. Propongo que las declaraciones juradas que todos hemos realizado al asumir nuestra función tengan la misma publicidad que la que esta ley establece. 

Dentro de las disposiciones transitorias que figuran en el dictamen de la mayoría se establece que las declaraciones juradas van a empezar a regir después de los treinta días de la sanción de la ley. Así, también comenzarán a regir los mecanismos de acceso a dichas declaraciones por parte de las personas que estén debidamente autorizadas. Propongo que estas personas tengan acceso con retroactividad al comienzo de la función pública que cada uno de los funcionarios hemos desempeñado. De modo tal que no se puede interpretar que "lo pasado pisado". 

Sr. PRESIDENTE (Almirón).- Le solicitan una interrupción, señor senador. 

Sr. BERHONGARAY.- Cómo no. 

Sr. YOMA.- Señor presidente: me preocupa que quede flotando aquí una sospecha que ha venido instalando el senador por La Pampa respecto de nuestra supuesta negativa a declarar nuestros gastos. 

Cuando asumí mi función en el Senado, hice mi declaración jurada. Al no estar reglada, para evitar cualquier tipo de problemas por situaciones que podrían llegar a considerarse reprochables, la entregué a la D.G.I. en un sobre. Así, la declaración de gastos que tiene la D.G.I. también está hoy en el Senado en mi declaración jurada de bienes. 

Tengo entendido que la inmensa mayoría de los senadores ha realizado este procedimiento. Con lo cual, no nos negamos a declarar nuestros gastos. Ya están declarados a través de este procedimiento. 

Lo que no se puede hacer es sembrar con total bajeza un manto de sospecha en un debate tan alto como el que estamos tratando de llevar a cabo. No se puede pretender sacar réditos políticos y espurios a costa del desprestigio de los pares. Esto es lo más reprochable y creo que también forma parte de la ética evitarlo. 

Sr. BERHONGARAY.- Quiero decir que el problema de la declaración... 

Sr. ALASINO.- Quisiera aclarar... 

Sr. BERHONGARAY.- No; no voy a conceder más interrupciones. 

El tema de la declaración jurada de gastos no es un golpe bajo ni una improvisación. El 4 de setiembre de 1997 presenté un proyecto de ley, contenido en el expediente S. 1808, por el que propongo la obligación de realizar no solamente declaraciones juradas de bienes sino también de gastos, si queremos ser transparentes. 

En las declaraciones del impuesto a las ganancias hay un ítem donde se indican los montos consumidos. Entonces, no estoy diciendo nada fuera de lo común cuando propongo que ese rubro de gastos consumidos sea anualmente discriminado. 

Sr. ALASINO.- )Me permite una interrupción? 

Sr. PRESIDENTE (Almirón).- El senador Alasino le solicita una interrupción. )Se la concede? 

Sr. BERHONGARAY.- Sí, cómo no. 

Sr. ALASINO.- Voy a hacer una observación. 

Cuando yo ingresé en la Cámara de Diputados -era presidente el doctor Pugliese- teníamos la obligación de hacer una declaración jurada. Todos la presentamos en un sobre cerrado en la Cámara de Diputados. 

Cuando el juez que me investiga la pidió, en presencia de los abogados de las partes abrió el sobre que oportunamente presenté en la Cámara de Diputados y pudo confrontar patrimonios declarados con el actual. 

Cuando ingresé en el Senado no existía esa obligación. Sin embargo, algunos, haciendo igual que en la Cámara de Diputados, presentamos idéntica declaración jurada en el Senado, que está. Tuve la suerte de que cuando el juez la requirió, el Senado accedió al pedido y le mandó la declaración jurada. El juez abrió el sobre y confrontó las situaciones de 1987, 1992 y la actual. 

Con esto quiero decir que el tema de las declaraciones juradas no es nada nuevo. Creo que todos la han presentado. Lo que ocurre actualmente es que cuando el juez la pide -como me ocurrió a mí-, el Senado o la Cámara de Diputados la tiene que entregar, tras lo cual el juez la abre y analiza. 

Anteriormente algunos presentábamos las declaraciones juradas como ante los bancos, es decir, declarando muebles, inmuebles, activo, pasivo, deudas, créditos, ingresos. En el rubro gastos se consignaba un número global tal como sucede en la declaración impositiva, que dice: 3.000, 4.000, 5000, 2.000. Es el contador quien en sus borradores hizo la suma de cómo llegó a ese total de gastos que uno declara en la presentación ante la Dirección General Impositiva. 

Según lo que escuché, el señor senador propone -digo esto con conocimiento de causa- que se haga un detalle de los gastos. Él nombró expensas, tarjetas de crédito, tiendas, etcétera; es decir, no propone presentar un número global como se hace ante la Dirección General Impositiva, sino ordenar secuencialmente por gastos. También esto me pasó a mí, señor presidente. El juez requirió gastos de teléfono, gas, luz, expensas, impuestos, ingresos, tarjetas, tiendas, cajas y sumó. Ese número da o debe dar parecido al global declarado ante la Dirección General Impositiva. 

Espero la discusión en particular para saber cuál es la propuesta del señor senador, ya que no sé si lo que él dice es lo que señaló al principio, es decir, que detallemos los gastos por rubro, o si para establecer los gastos propone un número que surja de la suma de los borradores de los contadores. Hay que pensar que las personas no son sociedades. Uno no puede obtener saldos de caja diarios de una persona. Adviértase que estoy diciendo cosas reales y no ficciones o cosas que uno se imagina para aparecer mucho más transparente. Digo esto con ánimo constructivo y con conocimiento de causa, para que realmente sirva, porque si no se puede prestar a muchos inconvenientes y malentendidos. 

Analicemos el siguiente caso: cuando viajamos al exterior compramos los pasajes con las tarjetas de crédito. )Por qué? Porque según el régimen de la Cámara, el Senado nos asigna una suma de pesos para comprar los pasajes. )Qué ocurre? Que esta es una remuneración que percibimos los senadores que tampoco computa el señor senador por La Pampa. Y voy a decir por qué. Si a usted mañana le preguntan por qué tiene en su tarjeta de crédito tres viajes a Jamaica, y aparecen pagados los tres, si usted considera los 4.500 que cobra, no le alcanza. Sin embargo el Senado le dio unos cuatro o cinco mil pesos en efectivo para que saque el pasaje. 

El señor senador por La Pampa empezó diciendo que él ganaba 4.500 pesos. Y le demostramos que gana aproximadamente 11 mil. 

VARIOS SEÑORES SENADORES.- !No, no! 

Sr. ALASINO.- Bueno, diez mil quinientos. 

Hace bien que nosotros digamos expresamente cuánto percibimos. )Por qué? Porque no interesa si es remunerativo, no remunerativo, si hay descuento o si es por contrato. Es una suma que ingresa y los presidentes de ambas cámaras establecieron sobre qué se iba a pagar impuestos. 

Con esto lo que quiero decir, nobleza obliga, es que la transparencia empieza por decir las cosas como son realmente. Si se quiere decir que uno gana solamente 4.500 o 5.000 pesos de dieta y lo demás ingresa por otros rubros que no corresponden al sueldo, que se diga. Pero no neguemos que ingresa. Porque cuando se detallen los gastos y según la tarjeta de crédito surja que hay dos viajes a Estambul, por ejemplo, habrá que ver cómo los pagó si gana 4.500 pesos. Hay que decir que el Senado otorgó una suma de dinero que fue aceptada. 

Quiero decir que si hay que detallar los gastos, se debe establecer con precisión cuáles son todos los ingresos y en concepto de qué ingresan. Si no, nunca van a dar las cuentas y se seguirá con los malos entendidos. 

Sr. MAYA.- )Me permite una interrupción? 

Sr. VILLARROEL.- Pido la palabra para una moción de orden. 

Sr. PRESIDENTE (Almirón).-Está en uso de la palabra el señor senador por La Pampa. Si le concede la interrupción... 

Sr. BERHONGARAY.- Se la concedo, señor presidente. 

Sr. PRESIDENTE (Almirón).- Tiene la palabra el señor senador por Catamarca. 

Sr. ALASINO.- Va a caer la sesión. 

Sr. VILLARROEL.- Señor presidente: no voy a parar la sesión. 

Me siento particularmente molesto con lo que está ocurriendo en este recinto. Me viene a la memoria aquel dicho español que reza más o menos lo siguiente: "dime de qué presumes y te diré qué te falta". 

Se está brindando en este recinto una suerte de absolución de posiciones por parte de algunos señores senadores que me parecen absolutamente impropias, en cuanto a que son extrañas a la materia en debate. 

Una cosa es que se intercambien ideas, opiniones o pareceres respecto a qué debe contener o no la ley que estamos tratando y otra cosa muy diferente es que algunos señores senadores se pongan a hacer una suerte de cuenta sobre sus patrimonios, sus ingresos, egresos y demás. 

Por mi parte, ya que se ha dado esta situación, solicito respetuosamente al señor presidente que haga cumplir el Reglamento y evite derivaciones que son impertinentes respecto a la cuestión en debate. 

Se han dicho muchas cosas sobre los ingresos de los senadores, debo decir honesta y francamente que jamás -desde que estoy en el Senado- he recibido la suma que dice el señor senador por La Rioja. 

Con los pasajes no he hecho operaciones mercantiles porque no son ingresos míos. Esos pasajes, como lo hacen varios señores senadores, son donados a personas sin recursos para que se trasladen, generalmente a la ciudad de Buenos Aires. 

De manera que... 

Sr. ALASINO.- )Usted no cambia los pasajes? 

Sr. VILLARROEL.- No. 

-Ocupa la Presidencia el señor presidente provisional del H. Senado, senador Eduardo Menem.
Sr. PRESIDENTE (Menem).- Ruego a los señores senadores que no dialoguen. 

Por favor, trate de concretar la interrupción solicitada. 

Sr. VILLARROEL.- Ya termino, señor presidente. He sido el más breve de todos. 

Repito, sugiero que se haga respetar el Reglamento y que se eviten derivaciones que son impertinentes respecto a la materia en debate. 

Sr. MAYA.- )Me permite una interrupción? 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Prosigue en uso de la palabra el señor senador por La Pampa. 

No voy a permitir que el debate se siga produciendo de esta forma. 

Tiene la palabra el señor senador por La Pampa. 

Sr. BERHONGARAY.- Señor presidente: solicito que se agregue como inciso j) del artículo 6° el que sigue -me refiero al contenido de las declaraciones juradas-: Un detalle de todos los gastos anuales del declarante y de su grupo familiar, que por sus características resulten regulares, detallando lo que pueda corresponder a alquileres, expensas comunes, impuestos, amortización de créditos, gastos de... 

Sr. MAYA.- Señor presidente... 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Le ruego no interrumpa, señor senador por Entre Ríos. No es ésta la forma de debatir. 

Prosiga, señor senador por La Pampa. 

Sr. BERHONGARAY.- Quiénes estuvieron a su cargo, viajes, tarjetas de crédito y otros consumos corrientes regulares. 

Insisto que este es un tema que no debe sorprender a nadie porque hace un año que fue presentado este proyecto de ley, en donde textualmente propongo lo que acabo de señalar. 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Le piden una interrupción, señor senador. 

Sr. BERHONGARAY.- No, señor presidente. 

Sr. PRESIDENTE (Menem).-El señor senador por La Pampa no concede más interrupciones. 

Sr. MAYA.- (Cómo discrimina el señor senador! 

Sr. BERHONGARAY.- Lo que ocurre es que... 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Le ruego no dialogar, señor senador. 

Sr. BERHONGARAY.- Señor presidente: me quedan treinta y nueve segundos. 

-Varios señores senadores hablan a la vez.
Sr. BERHONGARAY.- Había quedado pendiente el tema de por qué creíamos que el artículo 10 de Diputados favorecía la publicidad de los actos, a nuestro entender en mejor forma que el proyecto de la mayoría del Senado. 

Quiero recordar que por encima de lo que se piense con respecto a la publicación de las declaraciones de bienes en el Boletín Oficial, para este tema hubo unanimidad y fue propuesto por el justicialismo en la Cámara de Diputados. Nobleza obliga. No debe ser una aberración tan grande cuando toda la Cámara de Diputados tiene consenso en un tema como éste. 

Por otro lado, en el artículo 10 del proyecto de la mayoría del Senado, se establece como obligación, además de todos los requisitos, nombre, apellido, etcétera, establecer cuál es el objeto que motiva la petición y el destino que se le da al informe. 

Alguien podrá decir que éste es un elemento que limita la libertad de peticionar que queremos dar en sentido amplio por esta ley. El tema de la publicidad para nosotros es central. Lo dijimos al comienzo. Nos hubiera gustado que en el artículo 2°, junto a la palabra democracia estuviera la palabra República, que explicita más la categoría de valores que por esta ley nosotros queremos señalar. Hacia la República, la publicidad. Hacia la República, la mayor publicidad y más hacia la República el hecho de que tratemos de actuar con absoluta tranquilidad de conciencia. Aquí nadie ha hecho insinuación o imputación alguna. Aquí hemos dicho lo que venimos sosteniendo desde hace mucho tiempo. A nadie debe sorprender lo que acabamos de señalar, porque no es la primera vez que yo he planteado este tema en este recinto. 

Con estas palabras, señor presidente, doy por terminada mi intervención. 

Sr. MAYA.- Pido la palabra. 

Sr. DE LA SOTA.- Pido la palabra. 

Sr. YOMA.- Pido la palabra. 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Muy brevemente... 

-Varios señores senadores hablan a la vez.
Sr. BERHONGARAY.- Señor presidente: no he aludido a ninguna persona. Nadie puede decir que lo he nombrado... 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Para una muy breve aclaración, puesto que ya estamos por pasar a cuarto intermedio, tiene la palabra el señor senador por Córdoba. 

Sr. DE LA SOTA.- Señor presidente: he pedido la palabra al solo efecto de manifestar mi coincidencia con la necesidad de dar a publicidad todos los actos. Esto lo hemos venido planteando en reiterados pronunciamientos. Por ejemplo, hemos propuesto la eliminación del secreto fiscal para quienes somos funcionarios electivos -o no- en la República Argentina. 

Sin embargo, me quiero permitir señalar a la oposición una sola cosa: creo que debe tratarse de que lo que uno sostiene en este recinto sea sostenido por el partido al cual pertenece, a lo largo y a lo ancho de toda la inmensa geografía territorial de nuestro país. Porque en la provincia que yo represento en esta Cámara -en la legislatura de Córdoba, concretamente-, acaba de aprobarse la semana pasada un proyecto de ley similar al que está en tratamiento, en virtud del cual, solamente con el voto del radicalismo, se impidió la publicación de los patrimonios de los diputados y senadores provinciales. Y fueron los senadores radicales quienes derogaron esa norma que venía de la Cámara de Diputados con el voto de las distintas minorías, aduciendo que debía acreditarse para dicha publicación un interés legítimo. De lo contrario, sostuvieron, de ninguna manera se debían publicar los patrimonios de los hombres que están en la función pública. 

Señor presidente: no creo que alguien pueda decir algo aquí cuando los principales dirigentes de su partido, en una provincia tan importante como la que yo represento, sustentan una posición sustancialmente distinta. 

También estoy de acuerdo con que planteemos la publicidad de los gastos. Seguramente, si en la provincia a la que represento quienes ejercieron la función pública durante los últimos catorce años hubieran publicado los gastos como aquí se solicita, harían falta muchos menos peritos de los que están interviniendo hoy en algunos procesos en los que se están investigando los patrimonios de quienes gobernaron la mencionada provincia. 

Por eso, lo que aquí se dice, se debe sostener en todos lados. De lo contrario, no puede haber autoridad para hacer planteos como los que se han formulado en esta Cámara. 

Sr. GENOUD.- Pero tiene que convencer al señor senador Yoma; él dice que no hay que divulgar... 

-Manifestaciones en las bancas.
Sr. PRESIDENTE (Menem).- Señores senadores: he permitido, con una interpretación muy flexible del Reglamento, que se hagan las aclaraciones solicitadas. Después voy a levantar la sesión, porque lo que dicen ahora los senadores, lo podrán manifestar porque algunos están anotados para intervenir posteriormente en el debate. Entonces, les pido que se reserven... 

Sr. YOMA.- Pido la palabra para una brevísima aclaración. 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Para una muy breve aclaración, tiene la palabra el señor senador por La Rioja. 

Sr. YOMA.- Señor presidente: simplemente quiero manifestar que la alusión al motivo que origina la petición a que hizo referencia el señor senador por La Pampa no fue incorporada en el dictamen a propuesta de los senadores o diputados peronistas. Hemos tomado, textualmente, la propuesta del señor senador López -perteneciente a la bancada radical- en su proyecto. Así que pido a los senadores de la oposición que, en todo caso, cuestionen al señor senador López ese párrafo. 

Sr. MAYA.- Pido la palabra. 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Señor senador por Entre Ríos: le voy a permitir el uso de la palabra para que nadie se vaya con la frustración en este desordenado debate de no haber podido hacer su aclaración. Pero le pido que sea muy breve, nada más a título de aclaración y sin hacer menciones personales. 

Sr. MAYA.- Señor presidente: creo que el debate es sumamente importante y rico. Pero entiendo que aquí debemos, realmente, sincerar la cuestión, buscando un texto legal que permita que nosotros aportemos algo desde la democracia a la moralización del país. 

Sin embargo, cuando leo este proyecto advierto una suerte de "tartufismo" institucional, una suerte de hipocresía que realmente me parece que no aporta nada. El hecho de decir que tenemos que defender la Constitución en una ley sorprende por lo detallado de ciertas cuestiones inherentes al desempeño de cualquier habitante del país. Lo que en forma circunstanciada detalla el señor senador Berhongaray sobre el patrimonio de cada uno de nosotros no es nada novedoso. Me llama la atención lo que está diciendo el senador Berhongaray porque él también participa en otras actividades, como muchos de los que estamos aquí. Esto está reglado en forma circunstanciada y precisa por la Dirección General Impositiva. )O se puede decir una cosa distinta acá? En la Dirección General Impositiva hay que plantear un detalle circunstanciado y mucho más puntilloso que el que se propone aquí. 

)A qué estamos dando respuesta con esto? Estamos haciendo una ley que responde a la consigna que muy bien señalaba el senador por Catamarca, lo cual me lleva a imaginar que es de aplicación: ADime de qué alardeas y te diré de qué careces.@ 

Cuantas más cosas pongamos en la ley menos nos van a creer porque la realidad pasa por otro lugar. La transparencia no se modifica con una ley. Se trata de una conducta. Es un orden social sobre el que hay que trabajar. La consigna no es el papel que podamos escribir aquí en la Secretaría sino el ejemplo personal de cada uno de nosotros. 

Entonces, )qué es lo que estamos haciendo? )Dónde va Vicente? Donde va la gente. )Por dónde nos marcan los diarios? Seguir por izquierda tratando de blanquearnos moralmente es una cosa ficticia, irreal. 

Aquí empezamos a disparar hacia la izquierda. Entonces, yo voy a plantear no sólo la situación de nosotros, de nuestras familias y las de las novias que algunos puedan tener, sino también la de los amigos. La gente no cree en esto. En este tema hay que actuar con prudencia y racionalidad. Se trata de una cuestión que debe ser excluida del escenario de la politización y de una contienda electoral. 

Debemos tratar que todos aportemos para mejorar una sociedad que hemos heredado corrompida, producto de una lesión social muy grave que se le hizo al país. )Cómo no vamos a ceder en estos deterioros morales si cuando mataban a un vecino nos callábamos por miedo? 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Le ruego que abrevie, señor senador. 

Sr. MAYA.- Termino diciendo que creo que hay modificar sustancialmente este proyecto de ley en el tratamiento en particular. Por lo pronto, creo que está mal que se llame "ética de la función pública". Tendría que hablarse de la ética pública porque en la cosa pública no sólo participamos nosotros. 

Además, considero que esta norma debe abarcar no sólo a los que estamos aquí, sino a los que tienen verdaderamente el poder. Ninguno de ellos está en el gobierno. Los que tienen el poder real del país, los que manejan los recursos, los que roban, los que han venido expoliando al país dejando esta deuda externa son otros a quienes esta iniciativa no alcanza. 

Yo no quiero legislar para la "gilada" y que la ley alcance a los que no tienen nada que ver con la riqueza. Quiero legislar con relación a los verdaderos tenedores de los capitales y del sudor y sacrificios argentinos, aquellos a quienes no comprende esta ley. 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor senador por la ciudad de Buenos Aires. 

Sr. DEL PIERO.- Señor presidente: voy a volver a casa. Me refiero al Senado. Y voy a plantear algo muy práctico. 

Sr. MAYA.- Pensé que se refería al peronismo. (Risas.) 

Sr. DEL PIERO.- Hoy mi casa es el Senado. 

Quiero plantear algo muy práctico a mis compañeros y correligionarios senadores. Paremos la moto con los temas judiciales. Me refiero a que tengan que venir fiscales o jueces a preguntarnos cómo está compuesto nuestro patrimonio. También me refiero a leyes que existen y no se cumplen... 

Sr. MAYA.- Como la relacionada con la D.G.I. 

Sr. DEL PIERO.- Sí, señor. 

Me refiero a leyes que estamos sancionando o intentando sancionar para mejorar una situación, cuando nosotros mismos decimos que no se va a arreglar nada. Entonces, )por qué no empezamos por casa? )Por qué los senadores de la Nación no se comprometen a mostrar hoy su patrimonio personal públicamente? 

Sr. DE LA SOTA.- Sí. 

Sr. DEL PIERO.- Podemos publicarlo en Internet. 

VARIOS SENADORES.- Sí. 

-Varios señores senadores hablan a la vez.
Sr. PRESIDENTE (Menem).- Ruego a los señores senadores que no dialoguen. 

Sr. DEL PIERO.- Completo mi idea con una propuesta muy concreta para el futuro. Mostrémonos porque los hombres públicos no tenemos derecho a ocultar bajo el manto de la privacidad nuestro propio patrimonio y nuestros ingresos. )Por qué? Porque sencillamente estamos bajo sospecha y porque debemos mostrarnos tal cual somos para que el pueblo vuelva a creernos algún día. 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Tiene la palabra el señor senador por Entre Ríos. 

Sr. LÓPEZ.- Señor presidente: no pensaba hablar porque no quería anticipar por dónde pasaría mi intervención en la discusión en general de este proyecto, que ha sido prácticamente en particular... 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Está anotado, señor senador. 

Sr. LÓPEZ.- ... pero he sido mencionado. 

Coincido con lo dicho por el jefe de la bancada justicialista y por otros señores senadores en que el debate se ha entorpecido y desviado y comparto la misma molestia que el señor senador Berhongaray. 

Seguramente, cuando fui mencionado habrá sido porque fui uno de los firmantes de un proyecto presentado antes de la discusión de esta tema en la Comisión de Asuntos Constitucionales por el que pedíamos la publicación de la lista de los funcionarios que presentaron sus declaraciones juradas a fin de poder verificarlas oportunamente. Sin embargo, lo que debemos decir -y coincido con lo dicho por el presidente de la bancada justicialista y con el señor senador Maya- es que este proyecto no significará una mejora si no hay de por medio un cambio en las conductas morales y éticas del país. 

Señor presidente: si, independientemente de todas las figuras que prevé el Código Penal -y prácticamente están casi todas, prevaricato, malversación de fondos, exacciones ilegales, etcétera- para establecer castigos ante conductas inmorales, tenemos que elevar esta cuestión al rango constitucional es porque la sanción moral y ética ejercida por la sociedad y no por el Estado -esto fue discutido por los académicos de ciencias jurídicas y políticas- ha fracasado. Es decir, la sociedad fracasó en el control ético de las faltas morales que ocurren en el país. Entonces, por esa razón tenemos la necesidad de elevar el tema de la ética pública y de los funcionarios a la jerarquía jurídica e, incluso, a la constitucional. 

Los ejemplos, las conductas morales, la educación popular, la transparencia de los actos de gobierno, la real división de los poderes y la independencia del Poder Judicial es lo que dará seguridad al país y no una ley de ética pública. Por favor, no hablemos para la "gilada". No habrá ética pública por más ley que sancionamos si no empezamos a cambiar nuestras conductas. 

Sr. PRESIDENTE (Menem).- Se pasa a cuarto intermedio hasta el miércoles próximo a las 14. 

Se ruega a los señores senadores que no olviden anotarse previamente porque cuando comience el debate la lista quedará cerrada. 

-Son las 22 y 48. 

Adolfo H. Madama
Subdirector a/c del Cuerpo de Taquígrafos 
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